
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
ANEXO No. 1 

ANÁLISIS DEL SECTOR Y ESTUDIO DE MERCADO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

12814- INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA 
PARA EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS, COMPONENTES PARA EL 

FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

BOGOTÁ, NOVIEMBRE  2025 
 
 
 
 
  



 
 

1. PERSPECTIVA LEGAL 
 

El Plan de Desarrollo Distrital –PDD 2024-2027 "BOGOTÁ CAMINA SEGURA", adoptado mediante el Acuerdo 
Distrital 927 de 2024, contempla como objetivo general:  “… mejorar la calidad de vida de la personas garantizándoles 
el ejercicio pleno de sus derechos una mayor seguridad, inclusión, libertad, igualdad de oportunidades y acceso más 
justo a bienes y servicios públicos; fortaleciendo el tejido social en un marco de construcción de confianza y 
colaboración, aprovechando el potencial de la sociedad y su territorio a partir de un modelo de desarrollo 
comprometido con la acción climática y la integración regional”. 
 
Así mismo, el precitado Plan, contempla cinco (5) objetivos estratégicos y para cada objetivo, se establecen 
programas intersectoriales los cuáles están sustentados en las problemáticas previamente definidas y alineadas a 
las estrategias identificadas. Estos programas son diseñados para ser implementados de manera intersectorial por 
las entidades distritales pertinentes los cuales se centran en seguridad, bienestar, desarrollo del potencial de la ciudad 
y sus habitantes, acción climática e integración regional y confianza en el Gobierno.     
El Plan Distrital de Desarrollo 2024-2027 "BOGOTÁ CAMINA SEGURA”, determinó como una de las metas de 
seguridad para el cuatrienio, el “Aplicar un (1) modelo de fortalecimiento a las capacidades operativas de vigilancia 
policial funciones militares y otras de apoyo a la seguridad la convivencia y la justicia”. 
Para dar cumplimiento al Plan de Desarrollo Distrital, se debe precisar que las actividades de la Secretaría Distrital 
de Seguridad, Convivencia y Justicia están enmarcadas en el objetivo estratégico 5.1. Bogotá avanza en seguridad, 
el cual define: “Bogotá debe ser una ciudad en la que cada uno pueda vivir sin miedos, y sin necesidades, en dónde 
todos sus habitantes se puedan desplazar tranquilamente en los ámbitos urbano, rural y regional; disfrutar del espacio 
público, vivir, trabajar y soñar sin restricciones; donde especialmente las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, 
las personas con discapacidad,   puedan caminar y moverse  sin sentir miedo y no haya espacio para el accionar 
delincuencial y violento. Para ello, se debe construir una ciudad en la que se respete la vida, la diferencia, la propiedad 
y donde se construyan y fortalezcan lazos de confianza y convivencia entre las personas, así como entre la 
ciudadanía y sus instituciones. De esta manera se garantiza el bienestar de las personas y el desarrollo del potencial 
de la ciudad”.   
 
Es así, como el Acuerdo Distrital No 927 del 2024, mediante el cual se adoptó el PDD; en su Parte I, Título I, capítulo 
I “Bogotá avanza en seguridad”, se enfoca en la construcción de una Bogotá con entornos seguros, equipando a los 
organismos de seguridad con capacidades humanas, logísticas y tecnológica, con el fin de garantizar respuesta 
oportuna ante el accionar delictivo de las organizaciones al margen de la ley que van en contra de la vida y el 
patrimonio de los bogotanos, promoviendo un modelo de seguridad de acciones conjuntas entre el gobierno nacional, 
entidades publico administrativas, fuerza pública, sector privado y la ciudadanía, enfocados en la construcción del 
tejido social, recuperación del orden urbano, así como del control del territorio, la protección de las personas y los 
espacios donde conviven, la prevención y anticipación frente a dinámicas y fenómenos delictivos que afectan la vida, 
la convivencia y los derechos fundamentales.    
 
El Título I, capítulo I, describe también tres estrategias principales y la ejecución de seis programas diseñados para 
cumplir con las metas establecidas para lograr una Bogotá segura. Estas metas se enfocan principalmente en la 
protección de los derechos fundamentales de niños, niñas y mujeres, la promoción de la convivencia pacífica y la 
creación de entornos libres de fenómenos delictivos. En este contexto, se busca fortalecer las capacidades de los 
organismos de seguridad que trabajan para contrarrestar la actividad criminal y prevenir el delito. A continuación, se 
detallan las estrategias y programas establecidos:     
 
“1. Diálogo social y cultura ciudadana para la convivencia pacífica y la recuperación de la confianza 
2. Cero tolerancias a las violencias contra las mujeres y basadas en género   
3. Desmantelamiento de estructuras criminales y delincuenciales con mejores capacidades y activos tecnológicos.   



 
4. Servicios centrados en la justicia,   
5. Espacio público seguro e inclusivo”. 
 
En ese orden de ideas, la presente necesidad, debe ser consecuente con los parámetros de las estrategias antes 
mencionadas. 
 
De igual forma, el Artículo 2 de la Constitución Política de Colombia señala: “Son fines esenciales del Estado: servir 
a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecten y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integración territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”.    
 
Por medio del Acuerdo Distrital 637 de 2016 del Concejo de Bogotá D.C; se crea la Secretaría Distrital de Seguridad, 
Convivencia y Justicia como organismo del sector central del orden distrital, con “autonomía administrativa y 
financiera, cuyo objeto consiste en orientar, liderar y ejecutar la política pública para la seguridad ciudadana, 
convivencia y acceso a los sistemas de justicia; la coordinación interinstitucional para mejorar las condiciones de 
seguridad a todos los habitantes del Distrito Capital, en sus fases de prevención, promoción, mantenimiento y 
restitución; el mantenimiento y la preservación del orden público en la ciudad; la articulación de los sectores 
administrativos de coordinación de la Administración Distrital en relación con la seguridad ciudadana y su presencia 
transversal en el Distrito Capital, la coordinación del Sistema Integrado de Seguridad y Emergencias NUSE 123, la 
integración y coordinación de los servicios de emergencia; y proporcionar bienes y servicios a las autoridades 
competentes, con el fin de coadyuvar en la efectividad de la seguridad y convivencia ciudadana en Bogotá D.C.” y le 
asignó entre otras, las siguientes funciones:   
 

“(…)    
a. Liderar, orientar y coordinar la formulación, la adopción y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos 

dirigidos a garantizar la convivencia y la seguridad ciudadana y la preservación del orden público en la ciudad.    

(…)    
l. Liderar, orientar y coordinar la formulación de los planes integrales de seguridad para Bogotá D.C. y las 

localidades, de conformidad con lo dispuesto por el Acuerdo Distrital 135 de 2004 o la normativa que lo modifique o 

sustituya.     

m. Definir los lineamientos estratégicos para la seguridad ciudadana y el orden público con las instituciones, 

entidades y organismos de seguridad del nivel territorial y Nacional.    

n. Adquirir o suministrar los bienes, servicios y contratar las obras que se requieran para el mejoramiento de las 

condiciones de seguridad, convivencia y acceso a la Justicia en el Distrito Capital.    

o. Propiciar las condiciones de seguridad y convivencia pacífica a través del fortalecimiento de las acciones que 

adelantan la Policía Metropolitana de Bogotá, la Brigada XIII del ejército nacional, los organismos de seguridad e 

inteligencia del estado, con jurisdicción del distrito capital y en general las autoridades cuya competencia se 

orienten a la prevención, conservación mantenimiento del orden público, la seguridad ciudadana y la defensa 

dentro del perímetro de Bogotá.    

(..)”.    
 
A su vez, el Artículo 6°. (Modificado por el art. 1, Decreto 589 de 2022), establece la Estructura Organizacional de la 
Secretaría, haciendo parte de ella: 
 
“(…) 
1.6. Oficina Centro de Comando, Control, Comunicaciones y Cómputo – C4 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=131577#1


 
(…) 
4. Subsecretaría de Inversiones y Fortalecimiento de Capacidades Operativas 
 (…) 
4.1. Dirección Técnica 
(…) 
4.3. Dirección de Bienes para la Seguridad, Convivencia y Acceso a la justicia 
(…) 
 
El Precitado Decreto, estable entre otras las siguientes funciones para cada una de las dependencias involucradas 
en este proceso de contratación: 
 
Articulo 21 - Subsecretaría de Inversiones y Fortalecimiento de Capacidades Operativas  
 
“ (…) 

a. Establecer las políticas, lineamientos y metodologías para la adecuada adquisición de bienes, servicios y 

contratación de obras de acuerdo con las necesidades de las diferentes autoridades de seguridad, convivencia y 

justicia que cuenten con concepto técnico favorable por parte de la Subsecretaría de Seguridad y Convivencia, y 

Acceso a la Justicia”.    

(…)    
c. “Acompañar la formulación y evaluación de estudios y proyectos orientados a la adquisición de bienes, 

servicios y obras necesarios para el fortalecimiento de la capacidad operativa del distrito en materia de seguridad, 

convivencia ciudadana y acceso a la justicia”.    

   (…) 
e. Dirigir la ejecución del plan anual de adquisiciones adelantando los procesos contractuales necesarios de acuerdo 

con los estudios y proyectos autorizados para suplir las necesidades de las diferentes autoridades para el 

fortalecimiento de la capacidad operativa en materia de seguridad, convivencia y acceso a la justicia del Distrito 

Capital. (…)”    

 
Artículo 22- Dirección Técnica:    
  

a. “Elaborar los lineamientos técnicos y metodologías para la adecuada adquisición de bienes, servicios y contratación 

de obras relacionados con temáticas de logística y medios de transporte. Infraestructura, tecnologías de 

información y comunicaciones, entre otras, de acuerdo con las necesidades de las diferentes autoridades de 

seguridad, convivencia y justicia que cuenten con concepto técnico favorable por parte de las demás dependencias 

de la Secretaría, según corresponda.     

(…)    
c. Adelantar los estudios previos de conveniencia y oportunidad, de mercado y los requisitos técnicos, financieros y 

económicos para que la Dirección de Operaciones para el Fortalecimiento adelante los correspondientes procesos 

de selección y contratación de bienes, servicios y obras orientadas al fortalecimiento de capacidades operativas de 

las diferentes autoridades de seguridad, convivencia y justicia, de conformidad con lo previsto en el Plan Maestro 

de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia para Bogotá, D.C…(...)”     

   
(…) 
 
Para alcanzar los objetivos y metas propuestos en el Plan Distrital de Desarrollo – PDD y en el marco de su 
misionalidad, la SDSCJ, cuenta entre otros con el Proyecto 0296 – Código BDPP 8214. 
 



 
En línea con lo anterior, la Resolución 0174 del 24 de septiembre de 2024 “Por medio de la cual se modifican las 
Resoluciones 0123 y 0125 del 2024”, designa los responsables y las competencias en materia de ordenación de 
gasto, Gerencias de los programas de inversión y Gerencias de los Proyectos que, para efectos del presente proceso, 
corresponden a: 

     
 Cod 
Proy 

Cod. 
BDPP 

Ordenador del Gasto Gerente Programa Gerente del Proyecto 

0296 8214 

Subsecretaría de 
Inversiones y 

Fortalecimiento de 
Capacidades 
Operativas 

Jefe Oficina Centro de 
Comando, Control, 

Comunicaciones y Cómputo 
– C4 

Jefe Oficina Centro de 
Comando, Control, 

Comunicaciones y Cómputo 
– C4 

 
En el anterior contexto, el decreto 510 de 2019 "Por el cual se reglamenta el Sistema Centro de Comando, Control, 
Comunicaciones y Computo - C4 y se dictan otras disposiciones" en su artículo 16 define el sistema de videovigilancia 
como “ el conjunto de infraestructura física y tecnológica, los protocolos y el personal necesario para capturar, 
transportar, almacenar, monitorear y analizar la información proveniente de las cámaras instaladas por el Distrito en 
toda la ciudad y aquellas de otras entidades públicas o privadas que por su potencial aporte al sistema(...)”; a su vez 
el numeral 4 del artículo 17, define los componentes del Sistema de Videovigilancia ciudadana del Distrito Capital y 
aclara que los servicios orientados al uso de la infraestructura del servicio de energía y comunicaciones para la 
conexión, suministro de energía y telecomunicaciones y demás relacionados para el funcionamiento de las cámaras, 
hacen parte del sistema de videovigilancia. 
 
En consecuencia, en relación con la infraestructura, equipos, sistemas y componentes, mediante radicado 3-2025-
18703 de fecha 14 de mayo de 2025 con alcance 3-2025-20707 de fecha 30 de mayo del 2025, alcance 3-2025-
23265 de fecha 11 de junio del 2025, alcance 3-2025-24692 de fecha 25 de junio del 2025, alcance 3-2025-24713 
de fecha 25 de junio del 2025, y alcance 3-2025-31364 de fecha 06 de agosto del 2025; la Oficina Centro Comando, 
Control, Comunicaciones Y Computo C-4 solicita adelantar un proceso para contratar el “SUMINISTRO E 
INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS Y COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C.”, indicando: 
“El sistema de video vigilancia de la ciudad cuenta con 4850 cámaras soportadas en la infraestructura tecnológica de 
la marca Sistema de Seguridad Inteligente (ISS), que brindan la visualización de las diferentes localidades del Distrito, 
así mismo, se cuenta con un sistema de despacho de los casos CAD Premier One y un sistema de comunicación de 
radio troncalizado, a través del cual se atienden las necesidades de seguridad y emergencias de las diferentes 
agencias que hacen parte del C4, sistemas que funcionan de forma independiente y se articulan en la operación, 
actualmente no se cuentan con sistemas, equipos y componentes, que brinden un apoyo tecnológico a la operación 
de la Policía Metropolitana de Bogotá - MEBOG como agencia de seguridad del Distrito Capital, y las demás agencias 
que hacen parte del C4; conforme a lo anterior se establece las siguientes necesidades particulares, así: 
La implementación de tecnología de vanguardia en el sistema de videovigilancia de la ciudad es fundamental para 
fortalecer la seguridad, la gestión de emergencias y la calidad de vida de los habitantes. En este contexto, la 
adquisición de Cámaras multisensor con Domo PTZ, busca complementar y expandir la infraestructura tecnológica 
previamente instalada, alineándose con los objetivos del Plan de Desarrollo Distrital 
 
Cámaras Multisensor con Domo PTZ: 
 
Se encuentran instaladas en la actualidad 310 cámaras Multisensor, lo que marcó un avance significativo en la 
implementación de un sistema de monitoreo complementario al existente. Las cámaras multisensor combinan las 
funcionalidades de la cámara fija y al cámara PTZ con movimiento de 360°. 
 



 
Integración con el sistema existente: Las nuevas cámaras multisensor complementarán la infraestructura previa, 
creando una red más robusta y eficiente. Esto garantizará que las áreas más críticas de la ciudad continúen siendo 
monitoreadas de manera integral y sin interrupciones. 
 
Mayor efectividad en la detección de incidentes: Con su capacidad para combinar cámaras fijas y el Domo PTZ, 
las cámaras multisensor permitirán realizar por medio de las cámaras fijas analítica de video, mientras que las 
cámaras Domo PTZ no pierden sus propiedades de movimiento y acercamiento – Zoom. 
 
Optimización de la infraestructura existente: Al integrar cámaras multisensor en el sistema ya operante de 
cámaras PTZ, se maximiza la eficiencia de las infraestructuras actuales, proporcionando una visión más amplia y 
constante en áreas de interés de la ciudad. 
El ejercicio de diagnóstico de seguridad y convivencia es esencial para la focalización de poblaciones que presentan 
necesidades especiales de protección, así como para la identificación de lugares y comportamientos que requieren 
un abordaje estratégico dada su relevancia. Es así como el análisis adelantado por los organismos de seguridad y 
justicia permitió la identificación de diversos factores de riesgo, características y dinámicas de la ocurrencia de delitos 
y comportamientos contrarios a la convivencia, lo que favoreció la definición de líneas y acciones estratégicas.  
 
Identificación de factores de riesgo, Los factores de riesgo son condiciones o variables que aumentan la 
probabilidad de que se produzcan situaciones de violencia, delitos o conflictos sociales. Identificarlos es crucial para 
diseñar estrategias y gestionar acciones de prevención del delito y promoción de la convivencia. Estos factores 
pueden ser de naturaleza diversa, y suelen clasificarse en categorías socioeconómicas, educativas o relacionadas 
con la salud pública. 
 
Comportamientos contrarios a la convivencia, El análisis del Registro Nacional de Medidas Correctivas (RNMC) 
para Bogotá muestra que: desde la entrada en vigencia del Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
(Ley 1801 de 2016) se han expedido 3’267.425 comparendos. Las sanciones más comunes están relacionadas con 
el porte de armas, elementos cortantes, punzantes o semejantes; el consumo, porte, distribución, ofrecimiento o 
comercialización de sustancias psicoactivas; el incumplimiento, desacato, desconocimiento e impedimento a la 
función o la orden de policía; y, por último, la evasión del pago de la tarifa del transporte público. 
 
Análisis de los delitos, En cuanto al comportamiento delictivo, la ciudad ha experimentado una reducción de los 
índices de criminalidad en los últimos años. Sin embargo, es importante resaltar que, frente a las tasas por 100.000 
habitantes en los delitos de alto impacto desde el 2017 hasta 2023, la extorsión, el hurto a motocicletas y personas, 
y los delitos sexuales, han mostrado un aumento. Conforme a las conductas presentadas, es clave distinguir al menos 
dos tipos de delitos: aquellos que afectan la vida e integridad y aquellos que afectan el patrimonio de los habitantes. 
 
Delitos que afectan la vida e integridad, En lo referente al homicidio intencional, la tasa por cada 100.000 
habitantes para 2023 fue de 13.7, lo que muestra un incremento respecto al 2022. En esta misma línea, la Policía 
Metropolitana de Bogotá expone que los focos de ocurrencia de este delito están relacionados con estructuras 
delincuenciales y mercados criminales. Prueba de esto es que el porcentaje de homicidios por motivos 
instrumentales, cuya materialización suele ser el sicariato, representa el 48% del total de casos, mientras que un 
32% se da por razones de convivencia (violencia social). 
 
Delitos que afectan el patrimonio. El comportamiento del hurto en Bogotá muestra una tendencia al alza, 
especialmente en la modalidad de hurto a personas. Esta ha experimentado un incremento sostenido desde 2017 
hasta 2023, pasando de una tasa de 1048,1 a una de 2007,6 por cada 100.000 habitantes. Este aumento refleja la 
duplicación de la tasa en seis años, lo que indica una creciente inseguridad para los ciudadanos en espacios públicos. 
 



 
Alineación Estratégica, El PISCCJ tiene una visión interagencial proactiva, articulada con el Plan Nacional de 
Desarrollo (PND), la Política de Seguridad, la Defensa y Convivencia (PSDC), la Política de Seguridad del Distrito y 
el Plan de Desarrollo Distrital “Bogotá Camina Segura”, al estar enfocada en la mejora de los índices de seguridad a 
través de una mejor prestación de servicios sociales para la Seguridad, la Convivencia y la Justica, se busca 
promover la prevención del delito convencional y destacar la importancia de la participación ciudadana, la 
colaboración interinstitucional y el desarrollo comunitario orientado en contextos que requieren una gestión flexible, 
creativa y apoyada en datos confiables. 
 
Componentes del Nuevo Modelo de Seguridad, Estrategia de seguridad, Focalizada en la prevención, protección 
y desarticulación de redes criminales, basándose en el uso de tecnologías avanzadas, la promoción de la cooperación 
ciudadana y la protección de infraestructuras críticas para crear un entorno urbano más seguro y resiliente. 
 
El C4 de la ciudad de Bogotá opera a nivel de videovigilancia con: 
El sistema cuenta actualmente con aproximadamente 4,850 cámaras de videovigilancia, de las cuales 310 son 
cámaras multisensor recientemente integradas al sistema. Estas cámaras están equipadas con tecnología avanzada 
que permite una visualización de 360 grados en los puntos de vigilancia. Además, poseen cuatro sensores fijos y un 
domo PTZ (Pan-Tilt-Zoom), que facilita el seguimiento y acercamiento a objetivos específicos durante el monitoreo. 
 
La Secretaria de Seguridad Convivencia y Justicia Ciudadana, ha establecido una necesidad de 1000 puntos de 
video vigilancia nuevos con el fin de ampliar la cobertura y mejorar los índices de seguridad de la ciudadanía en las 
diferentes localidades, de los 1000 puntos se han priorizados 500 de acuerdo al análisis realizado por la OAIEE según 
criterios establecidos en documento  
 
Índice de priorización para la ubicación de cámaras de vigilancia en Bogotá 
 
La metodología está compuesta por 4 fases: i. ii. iii. iv. Recolección de los datos. Georreferenciación de los datos en 
unidades territoriales hexagonales. Depuración y limpieza de los datos. Cálculo y análisis del índice de priorización. 
 
Se recopilaron datos sobre homicidios, incidentes y la ubicación de las cámaras del Sistema de Videovigilancia de 
Bogotá en el espacio público. En primer lugar, se recogieron datos sobre homicidios en el Distrito a través de 
información recopilada por la Oficina de Análisis de Información y Estudios Estratégicos (OAIEE) y el Puesto de 
Mando Unificado (PMU). Este sistema de información registra los homicidios por medio de reportes de prensa e 
información de la Policía Nacional y el Instituto de Medicina Legal. 
 
En segundo lugar, se recopilaron datos sobre los incidentes reportados al Número Único de Seguridad y Emergencias 
(NUSE-123), el cual concentra el registro de llamadas a la línea de atención al ciudadano. En detalle, se utilizaron 
datos sobre incidentes por narcóticos, hurto efectuado o en proceso, riñas y presencia de ciudadanos habitantes de 
calle (CHC). 
  
En tercer lugar, se utilizaron datos sobre la ubicación de las cámaras del sistema de videovigilancia en Bogotá, 
reportados por el Centro de Comando, Control, Comunicaciones y Cómputo de Bogotá (C4). Esta base de datos 
contiene la ubicación de las cámaras y el estado actual de funcionamiento. 
 
Identificación y delimitación de las unidades territoriales en hexágonos. Establecidos los indicadores a ser 
usados en la metodología, se georreferenciaron los datos en unidades territoriales hexagonales para la identificación 
de puntos calientes en la ciudad. En ese sentido, se dividió la ciudad en hexágonos de 400 metros de altura5 y se 
calculó el número de homicidios, incidentes y cámaras en ese espacio. La base de datos resultante de este proceso 
contiene información sobre: • La ubicación de cada hexágono, tales como la localidad, UPZ y sector catastral en el 
que se encuentra. • Presencia y estado de las cámaras en el territorio, tales como número de cámaras y estado de 



 
funcionamiento. • Número de frentes de seguridad y redes ciudadanas presentes en el espacio. • Datos de incidencia 
delictiva y de conflictividad ocurridos en estas zonas durante 2024, tales como homicidios e incidencia de riñas y 
narcóticos. 

 
 
 

 
 

Los videos generados por estas cámaras cuentan con capacidades avanzadas de almacenamiento y procesamiento, 
y son monitoreados tanto de manera centralizada, desde el Centro de Comando, Control y Comunicaciones (C4), 
como de forma descentralizada desde los centros de monitoreo de la Policía Nacional en diversas localidades: Ciudad 
Bolívar, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe, Usaquén, Kennedy, Chapinero, Teusaquillo y Barrios Unidos. 
 
En la actualidad el C4 cuenta con un sistema de procesamiento y almacenamiento con capacidad de mantener el 
sistema de video vigilancia, bajo la alta demanda operativa, los cuales operan de manera continua bajo un esquema 
de 24 horas al día, 7 días a la semana, los 365 días del año.  
 



 
Así las cosas, teniendo en cuenta lo antes mencionado, la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia 
adelantará un proceso mediante la modalidad de Selección Abreviada por Subasta Inversa - SASI, que permita 
contratar el 12812-SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS Y COMPONENTES PARA EL 
FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C. 
(…) 
 
Cada uno de los puntos a instalar, está compuesto por: 

• Cámara multi sensor con domo PTZ 

• Brazo soporte cámara. 

• Gabinete Fachada (Incluye Transformador de aislamiento núcleo saturado, extractor, termostato, protecciones, 

visualizador de voltaje y PDU) 

• UPS 

• Corona antiescalatoria y concertina 

• Circuito eléctrico 

• Licenciamiento del VMS por punto de videovigilancia (una licencia por cámara). 

Considerando, las solicitudes efectuadas por el C4 para la adquisición de componentes para el sistema de 
videovigilancia la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, adelanta de manera paralela el proceso 
de contratación: 
 
Objeto: 12812 - Suministro e instalación de equipos, sistemas y componentes para el fortalecimiento de la 

infraestructura de videovigilancia de Bogotá D.C. 
Plazo: Cinco (5) meses 
Modalidad: Selección Abreviada por Subasta Inversa 
 
NECESIDAD DE LA PRESENTE CONTRATACIÓN 

 
Dada la complejidad y amplitud del sistema de videovigilancia de Bogotá, se requiere el desarrollo de acciones 
permanentes tendientes a la vigilancia, control, seguimiento, verificación y evaluación de las actividades, temas y 
asuntos de carácter técnico, financiero, contable, jurídico y administrativo, de contrato que garantiza la operatividad 
y el fortalecimiento del sistema de videovigilancia. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior y las características técnicas de los procesos de contratación que se adelantan; 
mediante radicados 3-2025-29676 de fecha 30 de Julio de 2025, alcance 3-2025-33768 de fecha 28 de agosto de 
2025, alcance 3-2025-38067 de fecha 26 de septiembre de 2025 , alcance 3-2025-39796 de fecha 03 octubre de 
2025 y alcance 3-2025-44243 de fecha 05 de Noviembre de 2025, la Oficina Centro Comando, Control, 
Comunicaciones y Computo C-4; solicita contratar la “INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, 
TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, 
SISTEMAS COMPONENTES  PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA 
DE BOGOTÁ D.C.” 
 
Esta Interventoría integral, estará conformada por un equipo interdisciplinario de personal idóneo con disponibilidad 
para atender los requerimientos de la entidad de acuerdo con el objeto del contrato y sus obligaciones, permitiendo 
prevenir la ocurrencia de perjuicios para la Entidad y el patrimonio público.  
 
Por esta razón, se debe contar con una Interventoría integral conformada por un equipo interdisciplinario de personal 
idóneo que estén disponibles para atender los requerimientos de la entidad de acuerdo con el objeto del contrato y 
sus obligaciones, permitiendo prevenir la ocurrencia de perjuicios para la Entidad y el patrimonio público.  



 
 
De otra parte, las actividades de seguimiento implican realizar análisis del avance, tiempo, costos y elaborar informes 
periódicos, los cuales se deben entregar acompañados de la información correspondiente sobre recursos (personal, 
compras y suministros). Es así que, por la magnitud del manejo integral que requiere el contrato suministro e 
instalación de equipos, sistemas y componentes para el fortalecimiento de la infraestructura de videovigilancia de 
BOGOTÁ D.C. – suministro e instalación de cámaras multisensor, en cuanto a su seguimiento técnico especifico y 
especializado, financiero por los altos montos que involucran y el requerimiento de hacer seguimientos técnicos en 
sitio de las actividades realizadas a cada punto de video, la SDSCJ no cuenta con el personal suficiente, con los 
perfiles con competencias certificadas, y las capacidades físicas que involucran un seguimiento minucioso en 
especial en acompañamientos nocturnos de cuadrillas o la formación para vigilar trabajos seguros en alturas, riesgo 
eléctrico entre otros. Esto con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 83 ley 1474 de 2011. 
 
Así las cosas, desde lo administrativo, La SDSCJ requiere garantizar el cumplimiento oportuno y eficaz de las 
obligaciones contractuales, lo cual demanda una gestión administrativa especializada que articule actores, 
cronogramas, entregables y trámites interinstitucionales, teniendo en cuenta que la ejecución de los contratos objeto 
de interventoría exigen una trazabilidad documental rigurosa, control de tiempos, gestión de requerimientos, y 
seguimiento a compromisos adquiridos por los contratistas, esto convierte  la interventoría en un canal único de 
interlocución técnica y administrativa, optimizando la gestión de incidencias, autorizaciones, y validaciones 
operativas. 
 
Financieramente, los contratos objeto de interventoría involucran recursos públicos de alto impacto, por lo que se 
requiere control permanente sobre la ejecución presupuestal, el flujo de pagos a contratista, y la validación de 
soportes financieros o contables, la interventoría permitirá verificar la razonabilidad de los costos, prevenir 
sobrecostos injustificados, protegiendo el patrimonio público mediante la revisión técnica de facturación, 
certificaciones de avance y cumplimiento de hitos contractuales. 
 
La interventoría jurídica permitirá verificar el cumplimiento de cláusulas contractuales, normativas técnicas, 
ambientales y laborales, así como prevenir riesgos legales y proteger la moralidad administrativa. 
 
La instalación de infraestructura tecnológica en espacio público implica interacción con el entorno urbano, manejo de 
residuos eléctricos y electrónicos, y cumplimiento de normativas ambientales, en tal sentido, la interventoría permitirá 
verificar que los contratistas cumplan con protocolos de manejo ambiental, prevención de impactos negativos, y 
gestión responsable de residuos. 
 
Estas actividades le permitirán tener una visión holística del sistema, posibilitando la articulación de esfuerzos entre 
contratistas para reducir tiempos de atención, de instalación, de reparación y gestión de trámites. 
 
Adicionalmente permite la disminución de costos a la SDSCJ, toda vez que se optimiza el recurso humano al contar 
con un solo equipo de trabajo que realice las actividades de vigilancia, control, seguimiento, verificación y evaluación 
de las actividades, temas y asuntos de carácter técnico, financiero, contable, jurídico y administrativo y no de manera 
individual, de esta manera la SDSCJ asegura el correcto funcionamiento, la alta disponibilidad de este y el logro de 
las metas establecidas en el Plan de Desarrollo. 
 
La necesidad y conveniencia de la celebración del contrato de Interventoría mencionada, se encuentra fundamenta 
en el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 - Estatuto Anticorrupción, el cual establece lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 83. SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA CONTRACTUAL. con el fin de proteger la moralidad 
administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad 
contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto 



 
contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda. La supervisión consistirá en el seguimiento 
técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que, sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida 
por la misma entidad estatal cuando no requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad 
estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean requeridos. 
 
La Interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona 
natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga 
conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión de este lo justifiquen. No obstante, 
lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar 
el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la Interventoría.” 
 
Por otra parte, el PISCJ, Con el fin de mejorar las condiciones de seguridad y convivencia la SDSCJ promovió un 
abordaje integral de las problemáticas de violencia y seguridad a través de la implementación del Plan Integral de 
Seguridad Convivencia y Justicia-PISCCJ 2024-2027, el cual aborda 31 líneas estratégicas enfocadas en la 
seguridad, convivencia, justicia, integración de todos los actores, modelos de gestión y fortalecimiento de la 
organización y las capacidades.  
 
El Plan Integral de Seguridad Ciudadana, Convivencia y Justicia de Bogotá (PISCCJ) 2024 – 2027, se fundamenta 
en estrategias integrales y colaborativas que abordan la prevención y desarticulación de las redes criminales, la 
promoción de una cultura de paz y respecto, y el acceso a la justicia.  Estas estrategias se basan en la cooperación 
entre instituciones gubernamentales, fuerzas de seguridad, organizaciones comunitarias, empresas privadas y 
ciudadanos, creando un entorno urbano más seguro y resiliente.  
 
De esta forma, la visión estratégica de la SDSCJ para el PISCCJ 2024-2027 se conforma de gestión automatizada, 
gestión centrada en la estrategia y gestión distribuida en el modelo operacional, lo cual permite la participación de la 
comunidad y la gestión distribuida y colaborativa maximizan la integración y sinergia entre todos los actores, 
asegurando una respuesta eficiente a los desafíos de seguridad, convivencia y justicia.  
 
Así mismo, la implementación de la estrategia requiere dinamizar la estructura organizacional para que pueda apoyar 
la planeación, el desarrollo, el empleo y la gestión de capacidades de forma flexible, adaptable y sostenible.  
 
En tal sentido, los componentes del modelo de seguridad se ilustran así: 



 

 
 
Finalmente, esta solicitud está enmarcada en el proyecto No. 0296, denominado: “FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES DEL SISTEMA DE OPERACIÓN Y TECNOLÓGICO DEL C4 EN BOGOTÁ D.C.”, cuyo objetivo 
general es: “Fortalecer las capacidades de atención de los incidentes de seguridad y emergencias en la ciudad”. 
 
Por otra parte, se debe tener en cuenta que, las Entidades Estatales están obligadas a vigilar la correcta ejecución 
del objeto contratado y a proteger tanto los derechos de la propia Entidad como los del contratista y terceros que 
puedan verse afectados por la ejecución del contrato. 

Componentes del Nuevo Modelo de Seguridad 

Estrategia de Seguridad 

Focalizada en la prevención, protección y desarticulación de 
redes criminales, utiliza tecnologías avanzadas, promueve la 
cooperación ciudadana y protege infraestructura criticas 
para crear entorno urbano más seguro y resiliente. 

Estrategia de Convivencia 

Dirigida a transformar comportamientos y fomentar una 
cultura de paz y respeto, implementando acciones 
pedagógicas y restaurativas, mejora el uso del espacio 
público y fortalece la cohesión social, participación activa de 
la comunidad en la gestión de la convivencia y 
corresponsabilidad. 

Estrategia de Justicia 

Asegura un acceso ágil y efectivo a la justicia, fomenta la 
autorregulación y previenen violencias mediante la 
articulación efectiva de los actores de justicia. Desarrolla 
métodos alternativos de solución de conflictos y mejora de 
reintegración de personas post-egresadas y pospenadas 
enfocadas hacia una justicia que resuelve, reconoce, 
restaura y reintegra. 

Integración de Todos los Actores 

La participación e integración de todos los actores sociales, 
públicos y privados y la ciudadanía es crucial para el éxito del 
nuevo modelo de seguridad de la ciudad. La colaboración 
entre instituciones gubernamentales, fuerzas de seguridad, 
organizaciones comunitarias, empresas privadas y 
ciudadanos permite un abordaje integral y coordinado de los 
problemas de seguridad. Cada actor aporta recursos, 
conocimientos y capacidades únicas que, al ser integrados, 
potencia la efectividad de las estrategias implementadas. La 
ciudadanía, en particular, juega un papel vital al participar 
activamente en la gestión comunitaria de la seguridad y la 
convivencia, promoviendo la corresponsabilidad y 
fortaleciendo tejido social. 

Modelo de Gestión 

Para lograr esta visión, el SDSCJ adopta un modelo de gestión 
distribuida y colaborativa, representado por una red 
densamente conectada. Este modelo asegura que todas las 
entidades y actores sociales, públicos y privados, este 
interconectados y trabajando justos de manera coordinada. 
La gestión distribuida maximiza a la integración y sinergia 
entre todas las partes involucradas, permitiendo una 
respuesta mas efectiva y eficiente a los desafíos de 
seguridad, convivencia y justicia. Este modelo se materializa 
a través de <modelo de Gestión de Capacidades. 

Fortalecimiento de la Organización y 
las Capacidades 

El éxito de las estrategias del SDSCJ dependerá de una sólida 
organización y de la disponibilidad de capacidades 
adecuadas. La correcta organización asegura que los 
esfuerzos estén bien dirigidos y coordinados, mientras que 
las capacidades necesarias garantizan que las estrategias 
puedan ser implementadas. 

 



 
 
En virtud de lo anterior, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, establece: 
“Con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la 
transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la 
correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. 
 
Así mismo, el artículo 53 de la precitada Ley, indica: 
“Artículo 53 - De la Responsabilidad de los Consultores, Interventores y Asesores Modificado por el art. 82, Ley 1474 
de 2011. (Modificado por el art. 2 de la Ley 1882 de 2018) Los consultores, interventores y asesores externos 
responderán civil y penalmente tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de consultoría, 
interventoría, o asesoría, como por los hechos u omisiones que les fuere imputables y que causen daño o perjuicio 
a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o 
ejerzan las funciones de consultoría, interventoría o asesoría”. 
La “Guía para el ejercicio de las funciones de Supervisión e Interventoría de los contratos del Estado” – “G-EFSICE-
01”, indica: 
“La interventoría es una especie del contrato de consultoría, por lo que la selección del interventor siempre debe 
hacerse a través de la modalidad de selección de concurso de méritos salvo que el presupuesto corresponda a la 
mínima cuantía, caso en el cual esta debe ser la modalidad utilizada. 
 
Es recomendable que el proceso de contratación para seleccionar al interventor se inicie al mismo tiempo con el 
proceso de contratación que tiene por objeto el contrato que va a ser vigilado, con el fin de que los dos contratos 
empiecen al mismo tiempo y el seguimiento se realice desde el momento en que empieza el plazo del contrato 
vigilado (…). 
 
En caso de que el contrato a vigilar no se hubiera adjudicado, en el proceso de contratación que tiene por objeto la 
interventoría deberán incluirse los datos del proceso de contratación que se está adelantado, con el fin de que los 
posibles oferentes conozcan todos los detalles del contrato que debe ser vigilado. 
 
Los contratos de interventoría podrán prorrogarse por el mismo plazo que se haya prorrogado el contrato objeto de 
vigilancia y en ellos no pueden incluirse cláusulas excepcionales al derecho común so pena de que las mismas sean 
nulas absolutamente…” 
La interventoría es el seguimiento técnico a la ejecución de contratos de distintas tipologías, realizado por una 
persona natural o jurídica contratada para ese fin por la Entidad Estatal en los siguientes casos: (i) cuando la ley ha 
establecido la obligación de contar con esta figura en determinados contratos, (ii) cuando el seguimiento del contrato 
requiera del conocimiento especializado en la materia objeto del mismo, o (iii) cuando la complejidad o la extensión 
del contrato lo justifique. 
 
En línea con lo anterior, se debe tener en cuenta que, el objeto y alcance de las actividades del contrato principal, se 
caracteriza por: 

a. Extensión: La instalación de las cámaras multisensor PTZ, en el marco del contrato de suministro e instalación de 

equipos, sistemas y componentes para el fortalecimiento de la infraestructura de videovigilancia de Bogotá D.C. 

 
b. Complejidad: Se requiere la coordinación y gestión interinstitucional con empresas prestadoras de servicios y 

operadores de red; actores estratégicos en el despliegue del sistema. ENEL, como operador de la infraestructura 

eléctrica, participa en la validación de los puntos de conexión, diseño de redes y disponibilidad energética para la 

operación de los equipos en campo. En este sentido, además del componente tecnológico, la ejecución tiene una 

complejidad particular, por las actividades que se deben coordinar con otras entidades cuando se requiera, dado 

que también se adelantan diferentes obras civiles en la ciudad. 



 
 

c. Especialidad: El sistema que se instala, estará interconectado con el sitio central (C4) y con los centros de 

monitoreo existentes; con el propósito de optimizar la reacción de la autoridades y recolección de datos.  Este 

sistema incluye elementos de hardware y software, así como sistemas de transmisión de datos, los cuales 

requieren conocimiento y seguimiento especializado. 

 
De otra parte, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, permite que en el contrato de interventoría también se pacten 
obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. 
 
CONCEPTO TÉCNICO: 
 
Por lo anterior, en necesario y conveniente para la entidad, en virtud de la experticia requerida, contratar la “12814 
INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL 
SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS, COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE 
LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C.”. 
Así las cosas, mediante el radicado Nro. 3-2025-34371 de 01 de septiembre de 2025, la Directora Técnica Dra. 
CLAUDIA PATRICIA ALMEIDA CASTILLO, solicitó concepto técnico con el fin de suplir las necesidades descritas 
anteriormente, de acuerdo con el formato F-GCT-1156 “Concepto Técnico para la Interventoría Administrativa, 
Financiera, Técnica, Ambiental, Contable Y Jurídica Para El Suministro E Instalación De Equipos, Sistemas Y 
Componentes Para El Fortalecimiento De La Infraestructura De Videovigilancia De Bogotá D.C., Al Dr. ALBERTO 
SANCHEZ GALEANO Subsecretario de Seguridad, para adelantar el proceso de contratación que tiene por objeto el 
“12814 INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA 
PARA EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS, COMPONENTES PARA EL 
FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C.”, quien mediante 
radicado Nro. 3-2025-35535 del 03 de septiembre de 2025, emitieron concepto FAVORABLE para adelantar el citado 
proceso de contratación. 
 
VIABILIDAD TÉCNICA DE LA CONTRATACIÓN 
 
La Secretaría Distrital de Seguridad Convivencia y Justicia tuvo en consideración las políticas de austeridad del gasto, 
en aplicación a lo dispuesto  en los Decretos 1737 de 1998  “Por el cual se expiden medidas de austeridad y eficiencia 
y se someten a condiciones especiales la asunción de compromisos por parte de las entidades públicas que manejan 
recursos del Tesoro Público” y  030 de 1999 “Por el cual se expiden medidas sobre austeridad en el gasto público 
del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá.  
De otra parte, el presente proceso se enmarca en el proyecto 0296 de la Secretaría Distrital de Seguridad, 
Convivencia y Justicia, los cuales se describen a continuación: 
 
Códigos UNSPSC:   81101500 / 80101600 / 81101700 / 81101800 
No. Proyecto Inversión:   0296 - Fortalecimiento de las capacidades del Sistema de operación 

y Tecnológico del C4 en Bogotá D.C 
Rubro Presupuestal:   O23011745012024029612028 

Meta PDD:  Desarrollar un plan de modernización del C4 para mejorar la respuesta distrital a la demanda de servicios de los 
ciudadanos. 
Meta Proyecto Inversión:  Incrementar al 50 por ciento de la cobertura del sistema de video vigilancia en el 

territorio urbano Distrital 
PMR:  Servicios de respuesta coordinada, eficiente y oportuna a los eventos de seguridad y emergencia que ocurren en la 

ciudad, a través de organismos y entidades que están articuladas con el centro de comando, control, comunicaciones 
y computo C4 



 
 

2. OBJETO DEL CONTRATO: 
 
12814- INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA PARA 
EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS, COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C. 
 

2.1. ALCANCE AL OBJETO 
 

La interventoría ejercerá sus funciones y obligaciones, respecto al contrato principal de mantenimiento que se derive del 
proceso de contratación que adelanta la entidad de forma paralela y cuyo objeto es “SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE 
EQUIPOS, SISTEMAS Y COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE 
VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C. – SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE CAMARAS MULTISENSOR.”.  
 

3. ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 
 

Las condiciones técnicas que hacen parte integral del presente proceso de contratación están descritas en el “ANEXO - 
ESPECIFICACIONES TÉCNICAS Y NECESIDADES DEL SERVICIO REQUERIDO”. 
 

4. CLASIFICACIÓN UNSPSC 
 
Los bienes de la presente contratación están codificados en el clasificador de Bienes y –servicios de Naciones Unidas 
(UNSPSC) como se indica en la siguiente tabla: 
 

CODIGO UNSPSC DESCRIPCIÓN 

811015 Ingeniería Civil 

811017 Ingeniería eléctrica y electrónica 

801016 Gerencia de proyectos 

811118 Servicios de sistemas y administración de componentes de sistemas 

 
5. PLAZO:  

 
El plazo de ejecución del contrato será de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de suscripción del acta de inicio, 
previo el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato. 
 
 

6. ASPECTOS GENERALES DEL SECTOR DEL PROCESO 
 
Una vez definido el sector objeto de análisis (Actividades profesionales, científicas y técnicas), la entidad establece los 
factores de análisis macroeconómicos que pueden afectar el comportamiento de este sector, como son: 
 

• PIB 

• IPC 

• Comportamiento agosto 2025 

• Resumen inflación - Variación IPC 

• Salario Mínimo Legal Vigente - SMMLV 

• Tasa representativa del mercado - TRM 



 

• Contexto político y regulatorio. 
 

6.1. PRODUCTO INTERNO BRUTO (PIB) – II TRIMESTRE 2025 
 

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE, informa que, en el segundo trimestre de 2025, el 
Producto Interno Bruto en su serie original, crece 2,1% respecto al mismo periodo de 2024 
 

 
 
Así mismo establece: 
 
En el segundo trimestre de 2025, el Producto Interno Bruto en su serie original, crece 2,1% respecto al mismo periodo de 
2024. Las actividades económicas que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son:  
 
• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas; Transporte y 
almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida crece 5,6% (contribuye 1,1 puntos porcentuales a la variación anual).  
• Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca crece 3,8% (contribuye 0,4 puntos porcentuales a la variación anual).  
• Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria; Educación; Actividades de atención 
de la salud humana y de servicios sociales crece 1,8% (contribuye 0,3 puntos porcentuales a la variación anual).  
 
Durante el primer semestre de 2025, respecto al mismo periodo del año anterior, el Producto Interno Bruto presenta un 
crecimiento de 2,4%. Las actividades económicas que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son:  
 
• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas; Transporte y 
almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida crece 4,8% (contribuye 1,0 puntos porcentuales a la variación anual).  
• Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca crece 5,3% (contribuye 0,5 puntos porcentuales a la variación anual).  
• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; Actividades de los hogares 
individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares individuales como productores de 
bienes y servicios para uso propio crece 11,4% (contribuye 0,5 puntos porcentuales a la variación anual). 
 
Respecto al trimestre inmediatamente anterior, el Producto Interno Bruto en su serie ajustada por efecto estacional y 
calendario crece 0,5%. Cuando se observa el comportamiento de las actividades económicas relacionadas:  
 
• Información y comunicaciones crece 2,3%.  
• Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca crece 1,5%.  



 
• Industrias manufactureras crece 1,0%. 
 

 
 
Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios 
 
En el segundo trimestre de 2025, el valor agregado de las actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras 
actividades de servicios; actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas 
de los hogares individuales como productores de bienes y servicios para uso propio crece 7,5% en su serie original, 
respecto al mismo periodo de 2024pr. Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos: 
 
• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios crece 9,1%.  
• Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares 
individuales como productores de bienes y servicios para uso propio decrece 1,1%. 
 
Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y calendario, el valor agregado 
de las actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; actividades de los hogares 
individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares individuales como productores de 
bienes y servicios para uso propio decrece en 2,4%, cuando se observa el comportamiento de las actividades económicas 
relacionadas: 
 
• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios crece 1,5%. 
• Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares 
individuales como productores de bienes y servicios para uso propio decrece 6,7%. 



 
 

 
 

6.2. IPC 
 
De acuerdo con lo establecido por el DANE, en el mes de agosto de 2025, el IPC registró una variación de 0,19% en 
comparación con julio de 2025, cinco divisiones se ubicaron por encima del promedio nacional (0,19%): Bebidas 
alcohólicas y tabaco (0,59%), Restaurantes y hoteles (0,49%), Salud (0,46%), Alimentos y bebidas no alcohólicas (0,45%) 
y por último, Bienes y servicios diversos (0,44%). Por debajo se ubicaron: Educación (0,13%), Alojamiento, agua, 
electricidad, gas y otros combustibles (0,06%), Muebles, artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar 
(0,05%), Prendas de vestir y calzado (-0,02%), Transporte (-0,03%), Información y comunicación (-0,15%) y por último, 
Recreación y cultura (-0,30%).  

 
 
 

6.2.1. RESUMEN INFLACIÓN (VARIACIÓN DEL IPC). 
 



 
En agosto de 2025 la variación mensual del IPC fue 0,19%, la variación año corrido fue 4,22% y la anual 5,10%. 
 
En agosto de 2025 la variación anual del IPC fue 5,10%, es decir, 1,02 puntos porcentuales menor que la reportada en el 
mismo periodo del año anterior, cuando fue de 6,12%. 
 
El comportamiento mensual del IPC total en agosto de 2025 (0,19%) se explicó principalmente por la variación mensual 
de las divisiones Alimentos y bebidas no alcohólicas y Restaurantes y hoteles. Las mayores variaciones se presentaron 
en las divisiones Bebidas alcohólicas y tabaco (0,59%) y Restaurantes y hoteles (0,49%). 
 

 
 

6.3. SALARIO MINIMO LEGAL VIGENTE 
 
Como es de suponerse el salario mínimo al igual que el Índice de Precios al Consumidor crecen anualmente en cualquier 
economía que se considere competitiva. A continuación, se muestra el salario mínimo y el auxilio de transporte desde el 
año 2007 hasta el año 2025. 
 
Salario mínimo y auxilio de transporte. 
 

Año 
Salario Mínimo 
Mensual ($) 

Auxilio de 
Transporte 
($) 

Decreto 

2025 $          1.423.500 $         200.000 1572 y 1573 de 2024 

2024 $          1.300.000 $         162.000 2292 y 2293 de 2023 

2023 $          1.160.000 $         140.606 2613 de 2022 

2022 $          1.000.000 $         117.172 1724 de 2021 

2021 $              908.526 $         106.454 1785 de 2020 

2020 $              877.803 $         102.854 2360 de 2019 

2019 $              828.116 $            97.032 2451 de 2018 

2018 $              781.242 $            88.211 2269 de 2017 

2017 $              737.717 $            83.140 2209 de 2016 

2016 $              689.455 $            77.700 2552 de 2015 

2015 $              644.350 $            74.000 2731 de 2014 

2014 $              616.000 $            72.000 3068 de 2013 

2013 $              589.500 $            70.500 2738 de 2012 

2012 $              566.700 $            67.800 4919 de 2011 

2011 $              535.600 $            63.600 33 de 2011 

2010 $              515.000 $            61.500 5053 de 2009 

Fuente: Elaboración propia. 

 



 

 
 
La evaluación del salario mínimo y del subsidio de transporte es esencial en el contexto de este estudio, dado que ambos 
constituyen indicadores clave de la productividad y el bienestar económico dentro de un país. La definición del salario mínimo 
se fundamenta en un conjunto de factores económicos, siendo la inflación anual uno de los más determinantes. Este indicador 
no solo sirve de referencia para empresarios y autoridades gubernamentales al ajustar los ingresos de trabajadores que ganan 
más que el mínimo, sino que también es crucial para determinar la capacidad de los contratistas de contar con el personal 
necesario para cumplir con las demandas de servicios requeridos por las instituciones. 
 
A través de los años, se ha registrado una tendencia ascendente tanto en el salario mínimo como en el subsidio de transporte. 
Este aumento progresivo refleja los ajustes realizados por la economía para adaptarse a las variaciones de la inflación y al 
desarrollo económico del país. Desde el año 2007 hasta el 2025, tanto el salario mínimo como el subsidio de transporte han 
experimentado incrementos significativos, lo que evidencia una intención de alinear estos pagos con las necesidades 
económicas de la población, buscando a su vez fomentar la estabilidad y el bienestar financiero de los empleados. 
 
Estos ajustes en el salario mínimo y el subsidio de transporte son indicativos de la manera en que las políticas salariales se 
han adaptado a las fluctuaciones económicas y a las condiciones del mercado laboral, resaltando su relevancia en el análisis 
macroeconómico y en la formulación de políticas públicas dirigidas a promover un crecimiento económico inclusivo y 
sostenible. 
 

6.4. TASA REPRESENTATIVA DEL MERCADO TRM 
 
La variabilidad en la tasa de cambio es un factor crítico para las empresas que importan bienes, ya que los cambios en 
el valor de la divisa pueden influir significativamente en sus costos operativos y, por ende, en los precios ofrecidos al 
consumidor final. La Tasa Representativa del Mercado (TRM) se establece a partir de las transacciones de compra y 
venta de divisas realizadas por intermediarios financieros en el mercado cambiario colombiano, y se calcula diariamente 
por la Superintendencia Financiera de Colombia, basándose en las operaciones del día hábil anterior. 
 
Este mecanismo asegura que la TRM refleje fielmente las dinámicas del mercado cambiario, permitiendo a las empresas 
ajustar sus estrategias de precios y compra de forma más informada y oportuna. La volatilidad de la divisa frente al peso 
colombiano en el último mes pone de manifiesto la importancia de monitorear estas fluctuaciones para la toma de 
decisiones estratégicas. 

2
0

0
7

2
0

0
8

2
0

0
9

2
0

1
0

2
0

1
1

2
0

1
2

2
0

1
3

2
0

1
4

2
0

1
5

2
0

1
6

2
0

1
7

2
0

1
8

2
0

1
9

2
0

2
0

2
0

2
1

2
0

2
2

2
0

2
3

2
0

2
4

2
0

2
5
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Salario mínimo Auxilio de transporte



 
 
Las siguientes tablas muestran la volatilidad y fluctuación de la divisa frente al peso en el último mes. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
La proyección realizada del 8 al 10 de septiembre 2025 por el Banco de la República para conocer las expectativas de 
los Bancos, Sociedades Comisionistas de Bolsa, Universidades, Fondos de Pensiones y Cesantías y entre otros analistas 
económicos acerca de la Inflación, Tasa de Intervención del Banco de la República, Tasa Representativa del Mercado 
(TRM) y crecimiento del PIB, refleja que para el cierre del presente año la expectativa de TRM es de un mínimo de $3.869 
y un máximo de $4.250. 
 

6.5. CONTEXTO POLITICO Y MARCO REGULATORIO 
 

La normatividad aplicable en el presente proceso de selección es la siguiente: 
 
- Ley 80 de 1993  

RESULTADOS DE LA ENCUESTA MENSUAL DE EXPECTATIVAS ECONÓMICAS
Fecha de realización: del 8 de septiembre al 10 de septiembre de 2025
Nota 1: Se refiere a la variación anual según la tasa representativa del mercado (TRM) fin de periodo COP 4164.21 (septiembre de 2024)
Nota 2: Se refiere a la variación anual según la TRM al 31 de diciembre de 2024 COP 4409.15.
Nota 3: Se refiere a la variación anual según la TRM  promedio. Para septiembre de 2025, se utilizó la TRM promedio hasta el día 11: COP 3974.23.

Medidas estadísticas el 31 de dic/2026 el 30 de sep./2027

De tendencia: Nota 1 Nota 2 Nota 3
   Media 3967,59 -4,72% 4055,84 -8,01% 4053,43 1,99% 4061,34 4090,18
   Mediana 3950,00 4050,00 4050,00 4100,00 4125,00
   Moda 3950,00 4000,00 4000,00 4100,00 4100,00
De dispersión
   Desviación estándar 51,60 96,44 174,18 188,70 218,74
   Coeficiente de variación (%) 1,30 2,38 4,30 4,65 5,35
   Mínimo 3900,00 3869,00 3391,48 3521,73 3554,91
   Máximo 4113,00 4250,00 4350,00 4400,00 4500,00
Número de participantes 37 34

De tendencia: Nota 1 Nota 2 Nota 3
   Media 3963,83 -4,81% 4057,88 -7,97% 4074,00 2,51% 4058,20 4067,88
   Mediana 3944,50 4050,00 4050,00 4100,00 4100,00
   Moda 4000,00 4050,00 4100,00 4100,00
De dispersión
   Desviación estándar 63,60 88,58 114,69 142,55 175,65
   Coeficiente de variación (%) 1,60 2,18 2,82 3,51 4,32
   Mínimo 3900,00 3900,10 3835,00 3750,00 3750,00
   Máximo 4113,00 4249,00 4302,00 4235,00 4348,00
Número de participantes 16 14

De tendencia: Nota 1 Nota 2 Nota 3
   Media 3940,00 -5,38% 4038,33 -8,41% 4005,17 0,78% 4000,00 4015,17
   Mediana 3950,00 4000,00 3980,00 3975,00 3970,50
   Moda 3950,00 4000,00 3950,00
De dispersión
   Desviación estándar 34,64 118,39 173,60 225,83 262,18
   Coeficiente de variación (%) 0,88 2,93 4,33 5,65 6,53
   Mínimo 3900,00 3900,00 3800,00 3800,00 3700,00
   Máximo 3990,00 4250,00 4300,00 4400,00 4500,00
Número de participantes 6 6

De tendencia: Nota 1 Nota 2 Nota 3
   Media 3980,86 -4,40% 4060,09 -7,92% 4050,80 1,93% 4089,24 4144,62
   Mediana 3986,00 4100,00 4050,00 4156,00 4212,00
   Moda 4000,00 4100,00 4000,00 4300,00
De dispersión
   Desviación estándar 40,85 101,05 227,30 221,62 240,52
   Coeficiente de variación (%) 1,03 2,49 5,61 5,42 5,80
   Mínimo 3900,00 3869,00 3391,48 3521,73 3554,91
   Máximo 4050,00 4200,00 4350,00 4350,00 4400,00
Número de participantes 15 14

CORPORACIONES, FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS, UNIVERSIDADES Y OTROS

17 17 15

BANCOS

16 16 16
SOCIEDADES COMISIONISTAS DE BOLSA

6 6 6

39 39 37

Expectativas sobre la tasa representativa del mercado (TRM), pesos colombianos por dólar estadounidense
el 30 de sep./2025 el 31 de dic/2025 el 30 de sep./2026

TODAS LAS ENTIDADES PARTICIPANTES



 
- Ley 1150 de 2007  
- Ley 1474 de 2011 
- Decreto Nacional 410 de 1971, Código de comercio Artículos 518 al 523 
- Decreto Nacional 1082 de 2015  
- Decreto 332 de 2020 
- Decreto 1860 de 2021 

 
Las demás normas que las modifiquen complementen o sustituyan. 
 

7. ANÁLISIS TÉCNICO 
 
4.1. CAMBIOS TECNOLÓGICOS 
 
Para el presente proceso, el contratista es libre de emplear todos aquellos cambios de tecnología que permitan cumplir 
con el objeto contractual sin ir en contravía de ninguna de las obligaciones (equipos, software, etc.) siempre y cuando no 
impliquen un aumento en los costos para la SDSCJ. 
 

7.1. AMPLITUD DE LA OFERTA DE CARACTERISTICAS DE LOS PRODUCTOS 
 
Igualmente, para el presente proceso, el contratista es libre de ofrecer mejores características de los productos requeridos, 
que le permitan cumplir con el objeto contractual, sin ir en contravía de ninguna de las obligaciones, siempre y cuando no 
impliquen un aumento en los costos para la SDSCJ. 
 

7.2. ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 
 
Todo lo referente a las especificaciones técnicas del presente proceso de contratación, se podrán verificar en el Anexo 
Técnico elaborado para tal fin y que forma parte integral del proceso. 
 

8. DECRETO 332 DE 2020 
 
Para dar cumplimiento en lo establecido mediante el Decreto 332 de 2020 el cual indica que: “Sin perjuicio de la autonomía 
presupuestal y contractual de la que están investidas las entidades y organismos distritales, el área técnica respectiva o 
la dependencia que solicita la contratación, según corresponda, incluirá en los pliegos de condiciones, estudios y 
documentos previos y en las cláusulas contractuales de los procesos de selección pública y/o contratos y convenios 
estatales que adelanten, la obligación del futuro contratista u asociado de vincular y mantener un mínimo de mujeres para 
la ejecución del convenio o contrato, según los porcentajes que se establecen a continuación, y garantizando que la 
vinculación se realizará con plena observancia de las normas laborales o contractuales aplicables.” y al Decreto 634 de 
2023 por medio del cual se modifica, la vinculación de mujeres será progresiva y diferenciada por rama, así: 
 

Ramas de actividad económica 

Porcentaje mínimo de mujeres que deben estar vinculadas a la 
ejecución de los contratos 

A partir del 
1 0 de 

junio de 2021 

A partir del 10 de 
junio de 2022 

A partir del 10 de 
junio de 2023 

Construcción 6,8% 9,3% 13,8% 

Transporte y almacenamiento 9,6% 12,1% 16,6% 



 

Ramas de actividad económica 

Porcentaje mínimo de mujeres que deben estar vinculadas a la 
ejecución de los contratos 

A partir del 
1 0 de 

junio de 2021 

A partir del 10 de 
junio de 2022 

A partir del 10 de 
junio de 2023 

Suministro de electricidad, gas y 
agua 

22,2% 24,2% 28,2% 

Actividades inmobiliarias 31,2% 33,2% 37,2% 

Información telecomunicaciones 43,5% 45,5% 49,5% 

Industria manufacturera 43,9% 45,9% 49,9% 

Comercio y reparación de vehículos 47,4% 45,4% 50% 

Otras ramas 50% 50% 50% 

 
Por lo tanto, el porcentaje de mujeres que deben estar vinculadas a la ejecución del contrato que establece el Decreto a 
la fecha para esta actividad económica, es del 50%., teniendo en cuenta que el objeto del servicio se encontraría dentro 
de “Otras ramas”. 
 
Para el cumplimiento de lo señalado en el presente artículo, la entidad distrital solicitará al contratista los documentos 
necesarios para corroborar la contratación de las mujeres durante el periodo de ejecución del contrato en los porcentajes 
indicados, para lo cual será válida la manifestación bimensual bajo juramento del Representante legal y del Revisor Fiscal 
del contratista (cuando aplique), sin perjuicio de otros mecanismos de verificación que establezca la supervisión o 
interventoría del contrato. 
 

9. DERETO 1860 DE 2021 
 
Con el fin de dar cumplimiento a lo contemplado en el Decreto 1860 de 2021, para establecer criterios diferenciales para 
Mipyme, emprendimientos y empresas de mujeres y el fomento de ejecución de contratos estatales por parte de población 
en pobreza extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y, sujetos de 
especial protección constitucional; se realiza el siguiente análisis: 
 

9.1 MIPYMES 
 
En aplicación al Decreto 1860 de 2021 la entidad tomo en cuenta la información obtenida de la base de datos de del PIE1 
reportada para el año 2024, bajo los siguientes códigos: 
 
M7112 - Actividades de ingeniería y otras actividades conexas de consultoría técnica y M7020 - Actividades de consultoría 
de gestión, obteniendo los siguientes resultados: 

 
Un total de 893 empresas, de las cuales 779 pertenecen a pequeñas y medianas empresas, lo que significa que estas 
últimas representan el 87% de las empresas del sector, siendo mayoría. 
 

 
1 PIE: Portal de Información Empresarial de la Superintendencia de Sociedades 



 

 
 

9.2 CRITERIOS DIFERENCIALES PARA MIPYMES – ARTICULO 2.2.1.2.4.2.18 DEL DECRETO 1082 DE 2015 
ADICIONADO POR EL DECRETO 1860 DE 2021. 

 
Por lo anterior, teniendo en cuenta que el porcentaje de Mipymes es mayoría para el presente proceso, se da cumplimiento 
a lo dispuesto en el Decreto 1860 de 2021; aplicando el criterio diferencial correspondiente a EXPERIENCIA DEL 
PROPONENTE, lo que se traduce en una certificación adicional. De tal forma que el proponente que cumpla con la 
condición de Mipyme podrá acreditar su experiencia en UN (1) CONTRATO adicional a los exigidos dentro del presente 
proceso siempre y cuando ésta cumpla con todos y cada uno de los requisitos de experiencia del proponente del estudio 
previo del proceso. 
 

9.3 CRITERIOS DIFERENCIALES PARA EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES – ARTICULO 
2.2.1.2.4.2.15 DEL DECRETO 1082 DE 2015 ADICIONADO POR EL DECRETO 1860 DE 2021. 

 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2.2.1.2.4.2.15 del Decreto 1082 de 2015, NO APLICA ESTE CRITERIO 
DIFERENCIAL a la modalidad de Subasta ya que solamente aplica para licitación pública, selección abreviada de menor 
cuantía y concurso de méritos. 
 

9.4 ANÁLISIS DE FOMENTO A LA EJECUCIÓN DE CONTRATOS POR PARTE DE POBLACIÓN EN POBREZA 
EXTREMA, DESPLAZADOS POR LA VIOLENCIA, PERSONAS EN PROCESO DE REINTEGRACIÓN O 
REINCORPORACIÓN Y SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL. 

 
A continuación se realiza el análisis y/o estudio de conveniencia el cual se adelanta en el marco de la expedición del 
artículo 34 de la ley de emprendimiento, dentro de la cual se desarrolló la cláusula general de competencia en materia de 
contratación estatal, disponiendo de medidas o acciones afirmativas para mitigar las distorsiones generadas en estos 
sectores vulnerables, los cuales, en términos del artículo 2 de la Constitución Política de 1991, se encuentran en una 
situación de notoria vulnerabilidad y por ello requieren de la aplicación de la medida. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es evidente que en la ejecución de labores que requieren de actividades materiales en 
las que existe un grado de formación bien sea académico o de otra naturaleza, como lo es el técnico o profesional, existe 
una demanda de vacantes que pueden ser suplidas por el sector privado. A partir de allí y con la expedición del Decreto 
1860 de 2021 el Gobierno determinó lo siguiente en materia de fomento a la empleabilidad inclusiva: 
 
Decreto 1082 de 2015: 



 
 
“…ARTÍCULO 2.2.1.2.4.2.16. Fomento a la ejecución de contratos estatales por parte de población en pobreza extrema, 
desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos de especial protección 
constitucional. En los Procesos de Contratación, las Entidades Estatales indistintamente de su régimen de contratación, 
los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos 
fomentarán en los pliegos de condiciones o documento equivalente que los contratistas destinen al cumplimiento del 
objeto contractual la provisión de bienes o servicios por parte de población en pobreza extrema, desplazados por la 
violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos de especial protección constitucional, 
garantizando las condiciones de calidad y sin perjuicio de los Acuerdos Comerciales vigentes. 
 
La participación de los sujetos anteriormente mencionados en la ejecución del contrato se fomentará previo análisis de 
su oportunidad y conveniencia en los documentos del proceso, teniendo en cuenta el objeto contractual y el alcance de 
las obligaciones. 
 
Esta provisión se establecerá en un porcentaje que no será superior al diez por ciento (10%) ni inferior al cinco por ciento 
(5%) de los bienes o servicios requeridos para la ejecución del contrato, de manera que no se ponga en riesgo su 
cumplimiento adecuado. 
 
Previo análisis de oportunidad y conveniencia, la Entidad Estatal incorporará esta obligación en la minuta del contrato del 
pliego de condiciones o documento equivalente, precisando las sanciones pecuniarias producto del incumplimiento 
injustificado de esta a través de las causales de multa que estime pertinentes. 
 
El supervisor o el interventor, según el caso, realizará el seguimiento y verificará que las personas vinculadas al inicio y 
durante la ejecución del contrato pertenezcan a los grupos poblacionales enunciados anteriormente. 
 
“PARÁGRAFO 1. Para los efectos previstos en el presente artículo, los sujetos de especial protección constitucional son 
aquellas personas que debido a su particular condición física, psicológica o social merecen una acción positiva estatal 
para efectos de lograr una igualdad real y efectiva. Dentro de esta categoría se encuentran, entre otros, las víctimas del 
conflicto armado interno, las mujeres cabeza de familia, los adultos mayores, las personas en condición de discapacidad, 
así como la población de las comunidades indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rom o gitanas.” 
 
Estas circunstancias se acreditarán en las condiciones que disponga la ley o el reglamento, aplicando en lo pertinente lo 
definido en el artículo 2.2.1.2.4.2.17 del presente Decreto. En ausencia de una condición especial prevista en la normativa 
vigente, se acreditarán en los términos que defina el pliego de condiciones o documento equivalente…” 
 
Ahora bien, dentro del marco del análisis realizado por la Entidad se consultó información acerca de la inclusividad y 
empleabilidad para la población objeto del presente análisis, evidenciando la siguiente información: 
 

SUJETO DE ESPECIAL 
PROTECCIÓN 

POBLACION A NIVEL 
NACIONAL 

EMPLEABILIDAD -SITUACION LABORAL 
APLICA CONTRATACIÓN 
EN EL PRESENTE 
PROCESO DE SELECCIÓN 

Víctimas del conflicto 
armado 

En esta condición se encuentran  
registradas 8.895.978 personas, 
de estas 7.169.247 eran víctimas 
sujetas de atención, mientras que 
el resto (1.726.731) fueron 
víctimas directas de desaparición 
forzada, homicidios, fallecidas y 
no activos para la atención15. Al 
desagregarlas, el 38,2% eran 
jóvenes entre los 12 y los 28 
años. Más de la mitad se 
encontraban en Antioquia 

Desempleado - 63% 
Por cuenta propia - 23% 
Asalariado - 7% 
Empleado u obrero del sector privado - 4% 
Empleado u obrero del sector público - 2% 
Proyecto productivo - 1% 
(INEI.ANDI) 

NO APLICA 



 

SUJETO DE ESPECIAL 
PROTECCIÓN 

POBLACION A NIVEL 
NACIONAL 

EMPLEABILIDAD -SITUACION LABORAL 
APLICA CONTRATACIÓN 
EN EL PRESENTE 
PROCESO DE SELECCIÓN 

(19,7%), Bogotá (8,3%), Valle del 
Cauca (6,0%), Bolívar (5,7%), 
Magdalena (5,4%), Nariño (5,0%) 
y Cesar (4,5%). 
(Registro Único de Víctimas - 
RUV) 

Mujeres cabeza de familia 

El 42,9% de la población 
económicamente activa 
son mujeres. 
• De los 22,3 millones de 
personas ocupadas, el 
41,4% son mujeres 
Fuente:  DANE 

La mayor porción de mujeres empleadas se 
encuentra en las siguientes ramas de 
actividad económica: 
Comercio, hoteles y restaurantes - 3.080- 
33.4% 
Servicios comunales, sociales y 
personales- 2.920 – 31.7% 
Industria manufacturera - 1.185 – 12.8% 
Fuente:  DANE 

NO APLICA 

Adultos mayores 

Se estima que para 2021 en 
Colombia 
residen 7,1 millones de personas 
mayores (60 años o más), lo cual 
representa el 13,9% de la 
población del país, según las 
proyecciones poblacionales 
basadas en el 
Censo Nacional de Población y 
Vivienda 
del 2018. De ellas, el 44,9% son 
hombres (equivalentes a 
3.189.614 personas) 2.1. 
Características 
demográficas de las Personas 
mayores en Colombia y el 55,1% 
son mujeres (equivalentes a 
3.918.300 personas) 
Fuente: DANE 

 Por rama de actividad, en 2020 los 
hombres adultos mayores trabajaron 
principalmente en actividades relacionadas 
con la agricultura, pesca, ganadería, 
caza y silvicultura (34,4%); actividades 
de comercio y reparación de vehículos 
(16,9%); e industria manufacturera (8,6%). 
Por su parte, las mujeres mayores se 
ocuparon principalmente en actividades de 
comercio y reparación de vehículos 
(24,1%); 
actividades artísticas, entretenimiento, 
recreación y otras actividades de servicios 
(16,6%); actividades de alojamiento y 
servicios de comida (14,2%); y actividades 
de administración pública y defensa, 
educación y atención de la salud humana 
(12,7%). 
Fuente: DANE 

NO APLICA  

Personas en condición de 
discapacidad 

De acuerdo al Censo -DANE. 
Aprox. 3 millones de personas 
manifestaron “dificultad para 
realizar las actividades 
diarias”18. De ellas, solo el 26,7% 
trabajó por lo menos una hora en 
una actividad que le generó algún 
ingreso. 

Pensionado - 2%. 
Incapacitado permanentemente para 
trabajar con pensión - 3% 
Buscando trabajo - 4% 
Trabajando - 12% 
Oficios del hogar - 17% 

NO APLICA 

Indígenas   NO SE ENCUENTRA INFORMACION DE 
EMPLEABILIDAD 

NO APLICA  

Comunidades NARP 

En Colombia, de acuerdo con la 
Encuesta de Calidad de Vida la 
cantidad de población negra, 
afrocolombiana, raizal y 
palenquera - NARP es de 
4.671.160 personas, lo que 
representa el 9,3% de la 
población nacional (DANE, 
2018). 

Tasa de desempleo - 10.3% 
Tasa de informalidad - 77.9% 
 
Población evidencia barreras de 
empleabilidad.  
 
Acceso a la educación 
y formación es menor en los territorios con 
mayor presencia de grupos étnicos.  
 
Acceso a los servicios de intermediación y 
a empleos formales es aun 
proporcionalmente más bajo.  
 
Empleos de menor calidad. 
( Informe Nacional de Empleo Inclusivo -
(INEI.ANDI) 

NO APLICA 
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Personas en proceso de 
Reintegración  
y Reincorporación 

Personas acreditadas por la 
OACP - 14.51 
Personas en proceso de 
Reincorporación - 12.713 
Personas que ingresaron de 
manera voluntaria al proceso de 
reintegración – 52.018 
Culminado con éxito el proceso 
de reintegración – 27.308 
( ARN en cifras. Marzo de 2024) 

72% de personas culminadas en el proceso 
de reintegración cuentan con formación 
para el trabajo 
11.048 unidades de negocio permanecen 
en funcionamiento. 
( ARN en cifras. Marzo de 2024) 
Tasa de desempleo – 18,2% para la 
población en proceso de reintegración 
(ARN, 2017).(INEI.ANDI) 

NO APLICA 

 
 

Cantidad de iniciativas de empleo inclusivo por territorio. 

 
Fuente: Fuente Fundación Corona. 

 
Como se refleja en el Gráfico, la mayoría de las iniciativas concentran sus acciones en Bogotá (120), Cali (58), Medellín 
(54) y Cartagena (51). Posteriormente, siguen ciudades como Manizales (19), Pasto (16), Buenaventura (16), 
Bucaramanga (16), Villavicencio (14) y Barranquilla (14). No obstante, hay algunos municipios que también se destacan 
por su número de iniciativas, que no son grandes ciudades, como Santa Marta (11), Ibagué (10), Montería (9) y Apartadó 
(8). Por otro lado, hay 19 municipios en donde en el mapeo no se identificó ninguna iniciativa de empleo inclusivo, por lo 
que es fundamental promover y desarrollar acciones que puedan llegar a estos territorios de forma articulada con las 
iniciativas identificadas en territorios similares o cercanos. 
 
Distribución de las iniciativas de empleo inclusivo según grupo poblacional objetivo. 
 



 

 
Fuente: Fuente Fundación Corona. 

Ahora, al analizar todas las iniciativas documentadas se encontró que la gran mayoría de las acciones se dirigen hacia 
jóvenes. De hecho, 2 de cada 3 iniciativas tienen énfasis en este grupo poblacional. En un segundo grupo se encuentran 
las mujeres (92 iniciativas), población en situación de pobreza (82), población con discapacidad (77) y víctimas (76). En 
contraste, las poblaciones que menos oferta de iniciativas reciben para su inclusión laboral son la población LGBTI (13) 
y los migrantes venezolanos (6). 
 

9.5 OBSERVANCIA DECRETO 1860 DE 2021.  
  

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1860 de 2021, la SDSCJ tuvo en cuenta a efecto de establecer requisitos 
habilitantes, criterios diferenciales para las Mipyme en el sistema de compras públicas definidas en esta normativa, en 
punto de requisitos habilitantes técnico en relación con el número de contratos para la acreditación de la experiencia, se 
estableciendo permitir un contrato adicional a los solicitados a los demás proponentes. 
 
De acuerdo con el análisis realizado y a la información consultada, la SDSCJ no estima oportuno ni pertinente incluir en 
las obligaciones del futuro contratista, incorporar dentro del personal necesario para realizar la ejecución del objeto 
contractual y sus actividades, cualquiera de los sujetos de especial protección constitucional conforme lo establece el 
Decreto 1860 de 2021, en razón a que no es posible identificar si dentro de las personas de especial protección 
constitucional existan quienes cumplan a cabalidad con los requerimientos técnicos tan específicos como son los del 
presente proceso, lo cual podría poner en riesgo la normal ejecución del objeto a contratar. 
 
10 ESTUDIOS DE OFERTA Y DEMANDA 
 

10.1 ESTUDIO DE LA OFERTA. 
 
De acuerdo con la identificación de los códigos de clasificación estándar de productos y servicios de Naciones Unidas 
para el presente proceso, los cuales se relacionan con anterioridad, se obtuvo, de acuerdo con la información registrada 
en el modelo de Abastecimiento Estratégico de Colombia Compra Eficiente, que desde la vigencia 2021 las entidades 
públicas han celebrado 30.200 contratos adjudicados por valor de $4,03 billones de pesos, con los códigos estándar de 
productos y servicios de Naciones Unidas del presente proceso. 
  



 

 
Fuente: Modelo de Abastecimiento Estratégico de Colombia Compra Eficiente. 

 
En cuanto a la modalidad de contratación, se encontraron los siguientes resultados en donde se evidencia que la mayoría 
de los contratos celebrados se realizaron a través de la modalidad de Concurso de méritos: 
 

 
Fuente: Modelo de Abastecimiento Estratégico de Colombia Compra Eficiente. 

 
Para este proceso en particular, se relacionarán a continuación, las empresas que cuentan con experiencia en procesos 
contractuales con entidades públicas y adicionalmente se incluyeron empresas que brindan bienes y/o servicios 
relacionados con el objeto de la presente contratación; de acuerdo con los procesos revisados en la base de datos de la 
página de SECOP y la información del mercado, los posibles proveedores, son: 
 

EMPRESAS 



 

VELNEC SA 

GN SERVICIOS DE INGENIERIA SAS 

RM CONSTRUCIONES E INTERVENTORIAS SAS 

GOBAL TECHNOLOGY SERVICES GTS SA 

HEIMCORE SAS 

KHYMOS SAS 

JAM INGENIERIA Y MEDIO AMBIENTE SAS 

NOGA ALL SAS 

REDNEET SAS 

GAMMA INGENIEROS SAS 

TOTALL INC SAS BIC 

INGENIEROS CONSTRUCTORES Y ASESORES SAS 

ALMA INTERVENTORIA Y CONSULTORIA SAS 

GEICOL SAS 

RECOMPUTO LTDA 

CONSULTORIA ESTRUCTURAL SAS 

GAVINCO INGENIEROS CONSTRUCTORES 

BUSERCO SAS 

JMV INGENIERIA SAS BIC 

INGEOCIM SAS 

ING INGENIERIA SAS 

PROINGES SAS 

INGENIERIA MASTER SAS 

GRUCOING SAS 

PROYECTISTAS ASOCIADOS SAS 

GEOSYGMA INGENIERIA SAS 

MCO GLOBAL SAS 

ESTUDIO CONSULTORIAS Y OBRAS SAS 

 
10.2  ESTUDIO DE LA DEMANDA 

 
El análisis de la demanda permite analizar el comportamiento de las adquisiciones históricas del presente servicio. 
 

10.2.1 ADQUISICIONES DE LA SECRETARÍA DISTRITAL DE SEGURIDAD CONVIVENCIA Y JUSTICIA 
 

Al investigar el histórico de las contrataciones adelantadas por la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, 
se encontró que la entidad ha contratado los siguientes servicios con similares características a las registradas en el 
presente análisis. 
 

OBJETO MONTO AÑO MODALIDAD No. PROCESO 
No. 

CERTIFICACIONES 
% INICIAL DE 
DESCUENTO 

PROPONENTES GARANTÍAS 

INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, 
FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, 
CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL SUMINSTRO E 
INSTALACION DE EQUIPOS, SISTEMAS Y 
COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO 
DE LA INFRAESTRUCTURA DE 
VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTA D.C 

930.596.372 2023 
Concurso de 
méritos 

SCJ-SIF-CMA-005-2023 2 N.A. 1 

Cumplimiento 
del contrato 
Pago de 
salarios 
Calidad del 
servicio 

 



 
10.2.2 ADQUISICIONES DE OTRAS ENTIDADES  
 
La verificación a través de la página web del sistema Electrónico de Contratación Pública “SECOP” 
https://www.colombiacompra.gov.co/secop/consulte-en-el-secop-ii de procesos contratados por parte de las entidades 
estatales colombianas cuyos servicios guardan relación con las características requeridas en este proceso de contratación 
se relacionan a continuación: 
 

  ENTIDAD OBJETO  MONTO  AÑO MODALIDAD No. PROCESO 
No. 

CERTIFICACIONES 

% INICIAL 
DE 

DESCUENTO 
PROPONENTES GARANTÍAS 

1 
GOBERNACION 
DE CASANARE 

INTERVENTORIA 
TECNICA, FINANCIERA, 
JURIDICA, 
ADMINISTRATIVA Y 
AMBIENTAL PARA LA 
OPTIMIZACIÓN DEL 
SISTEMA DE 
VIDEOVIGILANCIA Y 
CCTV PARA 
FORTALECIMIENTO DE 
LA SEGURIDAD Y LA 
CONVIVENCIA 
CIUDADANA 

126.074.750 2025 
Concurso de 

Méritos 
CAS-FDS-CMA-001-2025 5 N.A. 2 

Cumplimiento 
del contrato 
Pago de 
salarios 
Calidad del 
servicio 

2 
MUNICIPIO DE 
YOPAL 

REALIZAR LA 
INTERVENTORIA 
TÉCNICA, 
ADMINISTRATIVA, 
FINANCIERA Y 
CONTABLE, DEL 
CONTRATO, CUYO 
OBJETO ES: 
ACTUALIZACION 
TECNOLÓGICA Y 
SOPORTE DEL 
CIRCUITO CERRADO DE 
TELEVISIÓN Y 
VIDEOVIGILANCIA CCTV 

33.316.550 2024 
Menor 
cuantía 

MYCA-SGOB-MC-091-2023 1 N.A. 2  

Cumplimiento 
del contrato 
Pago de 
salarios 
Calidad del 
servicio 

 
Conclusiones de la información reportada por el SECOP:  
 

• La modalidad de contratación en los procesos identificados corresponde en su mayoría a Concurso de Méritos, 
teniendo en cuenta el objeto y las actividades que comprende este tipo de contratos. 

• Los procesos fueron adjudicados y existió pluralidad de oferentes dentro de los mismos, lo que demuestra que 
el mercado existe diversidad de empresas que podrían tener la capacidad de presentarse en el proceso de 
selección en curso.  

• Se evidencia que, se han generado este tipo de adquisiciones a nivel nacional, como las se requieren en el 
presente proceso, por lo que de los mismos es posible obtener información que sirva de referencia para la 
estructuración del estudio de sector y del estudio previo.  

• Dentro de los requisitos de experiencia del proponente que se solicitaron en estos procesos, se requirieron 
contratos cuyo objeto y/o alcance estuvieran asociados al objeto del contrato, cuya sumatoria de los contratos 
correspondiera en su mayoría con el 100% del valor del presupuesto establecido, por lo que este aspecto será 
tenido en cuenta para la estructuración del requisito de experiencia del proponente.  

• Se revisaron procesos de contratación cuyos objetos y valores se encuentra asociados a las actividades del 
proceso, evidenciándose que para acreditar el requisito de experiencia se solicitaba lo siguiente  
 

➢ Un rango entre 1 y 5 contratos 
 

Partiendo de esta base, se analizó si este número de contratos, tanto para el rango de mínimos como de máximos, 
permite establecer la idoneidad técnica necesaria para ejecutar las actividades que se deben desarrollar en 
cumplimiento del objeto, encontrándose que los contratistas seleccionados en los procesos verificados se ejecutaron 
los contratos a cabalidad. Teniendo en cuenta lo anterior, las características del servicio a prestar, el mercado que le 

https://www.colombiacompra.gov.co/secop/consulte-en-el-secop-ii


 
asiste, así como la búsqueda de fomentar la pluralidad de oferentes, sin comprometer la idoneidad para la prestación 
del servicio, se considera lo siguiente: 
  

➢ Para el mínimo de contratos en pro de acreditar la experiencia, considerar un rango de 1 contrato, 
teniendo en cuenta el punto máximo encontrado en la muestra verificada en el presente estudio, así 
como que la entidad considera pertinente que el futuro contratista demuestre continuidad ejecutando 
este tipo de proyectos. 

➢  Para el máximo de contratos en pro de acreditar la experiencia, considerar hasta 5 contratos, 
teniendo en cuenta que el presupuesto oficial es alto y el punto máximo entre la oscilación presentada 
en la muestra verificada en el presente estudio. 

 
De acuerdo con lo anterior, se indica que este análisis será tenido en cuenta para la estructuración del requisito de 
Experiencia del Proponente. 
 
11 RIESGOS A SOLICITAR EN EL PROCESO 
 
Los riesgos identificables que aplican para el presente proyecto se encuentran identificados y relacionados en el anexo 
MATRIZ DE RIESGOS. 
 
12 GARANTIAS A SOLICITAR EN EL PROCESO 
 
De acuerdo con el análisis de riesgos del presente proceso de selección se requiere la constitución de garantías por 
el/la contratista, de conformidad con el Artículo 7° de la Ley 1150 de 2007 y el artículo 2.2.1.2.3.1.1 del Decreto 1082 
de 2015, estas se deberán constituir a favor de la Secretaría de Seguridad Convivencia y Justicia de Bogotá D.C., 
identificada con Nit. No. 899.999.061-9, ubicada en la dirección: Calle 26 No. 57 – 83, Torre 7, piso 16, de la ciudad 
de Bogotá, D. C., y podrán ser cualquiera de las siguientes: 
 
Contrato de seguro. 
Patrimonio Autónomo. 
Garantía bancaria. 
 
RIESGOS DE NATURALEZA CONTRACTUAL 
 

12.1  GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO: El principal riesgo que se puede presentar en la ejecución del objeto 
contractual es que el contratista no cumpla a cabalidad con las obligaciones establecidas en el contrato, para 
lo cual deberá constituir el amparo de CUMPLIMIENTO por el VEINTE (20%) del valor del contrato, vigente por 
el término de la ejecución del contrato y UN (01) año más. En todo caso, este amparo deberá estar vigente 
hasta la liquidación del contrato. Este amparo debe constituirse a partir de la fecha de suscripción del contrato 
y debe garantizar el cumplimiento del contrato, el pago de la cláusula penal y de las multas. 

 
12.2  GARANTÍA DE CALIDAD DEL SERVICIO: Adicionalmente, en esta contratación se puede presentar que el 

servicio no se cumpla bajo los parámetros establecidos en el contrato y en el proceso, por lo que constituye un 
riesgo que debe ser amparado mediante la cobertura de CALIDAD DEL SERVICIO, el cual deberá establecerse 
por VEINTE (20%) del valor del contrato, vigente por el término de ejecución del contrato y DOS (2) años más 

 
12.3  GARANTÍA DE SALARIOS Y PRESTACIONES SOCIALES:  Se considera que un riesgo que se pueda 

presentar en esta contratación es que el contratista no cumpla con dichas obligaciones, por tanto es necesario 
amparar dicho riesgo mediante la cobertura de Salarios y Prestaciones Sociales por el CINCO POR CIENTO 
(5%) del valor del contrato, vigente por el plazo de ejecución del mismo y tres (3) años más. 



 
 

12.4  GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL:  Se debe proteger patrimonialmente a la 
Entidad frente a los daños que se pueden producir a terceros con ocasión de la ejecución del objeto contractual, 
para lo cual se debe constituir una póliza de RESPOSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL la cual deberá 
establecerse por DOSCIENTOS (200) SMMLV y su vigencia será igual al período de ejecución del contrato. 

 
Nota: Deberá tener en cuenta lo establecido en el numeral 2.2.1.2.3.1.17 del Decreto 1082 de 2015. De acuerdo con 
el análisis anterior la garantía debe cubrir los siguientes amparos: 
 

Modalidad Porcentaje Vigencia de Amparos 

 

Cumplimiento del 

contrato 

Por el veinte por ciento (20%) del 

valor total del contrato 

Por el término de la ejecución del 

contrato y un (1) año más, en todo 

caso debe estar vigente hasta la 

liquidación. 

 

Calidad del Servicio 

Por el veinte por ciento (20%) del 

valor del contrato. 

Por el término de ejecución del 

contrato y DOS (02) años más 

Pago de Salarios, 

Prestaciones Sociales e 

Indemnizaciones 

laborales 

Por el cinco por ciento (5%) del 

valor total del contrato. 

Por el término de ejecución del 

contrato y tres (3) años más. 

Responsabilidad Civil 

Extracontractual 

DOSCIENTOS (200) SMMLV Por el término de ejecución del 

contrato. 

 
13 ANÁLISIS ACUERDOS COMERCIALES 
 
De conformidad con los artículos 2.2.1.2.4.1.1. y 2.2.1.2.4.1.2 del Decreto 1082 de 2015, las entidades estatales 
deberán observar las obligaciones que en materia de Acuerdos Internacionales y Tratados de Libre Comercio (TLC) 
vinculen al Estado Colombiano, para lo cual establecerán si la respectiva contratación se encuentra cobijada por los 
mismos. Para el efecto verificarán: 
 
En consonancia con lo señalado en las anteriores disposiciones y ante la obligación que tienen las Entidades Estatales 
de determinar en la etapa de planeación de cada Proceso de Contratación si los Acuerdos Comerciales son aplicables 
al Proceso de Contratación que están diseñando y en caso de que sean aplicables, cumplir con las obligaciones 
derivadas de los mismos, la Agencia Nacional de Contratación Colombia Compra Eficiente el día 24 de noviembre de 
2021 actualizó el Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación CCE-EICP-MA-
03, en el cual se dispuso que dicha determinación se debe verificar según el NIVEL al que pertenece la entidad, que 
para el caso de la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, corresponde al NIVEL MUNICIPAL. 
 
El Manual para el manejo de los Acuerdos Comerciales en Procesos de Contratación CCE-EICP-MA-03, dispuso que 
dicha determinación se puede verificar siguiendo las siguientes reglas en orden consecutivo:  
 
Regla 1: La Entidad debe verificar que el tratado esté vigente. Si el Acuerdo Comercial no lo está, este no es aplicable 
al Proceso de Contratación.  
 
Regla 2: La Entidad debe verificar si está incluida en el Acuerdo Comercial. Si la Entidad lo está, el Proceso de 
Contratación, en principio, está cubierto por este y, en consecuencia, es necesario continuar con la siguiente regla. 
En el evento de que la entidad no esté cubierta por el Acuerdo Comercial, en principio, el Proceso de Contratación no 
estará cobijado por el mismo y, por tanto, no es necesario continuar con análisis adicional alguno. En todo caso, debe 
tenerse en cuenta que algunos Acuerdos Comerciales incorporan obligaciones de Trato Nacional para entidades que 



 
en principio no están obligadas a aplicar todas las disposiciones del Acuerdo Comercial (ver sección sobre Trato 
Nacional).  
 
Regla 3: Si la Entidad Estatal está incluida en el Acuerdo Comercial, debe verificar que el presupuesto oficial estimado 
del Proceso de Contratación sea igual o superior al valor a partir del cual el Acuerdo Comercial es aplicable; en dicho 
caso, el Proceso de Contratación, en principio, estará cubierto por el Acuerdo Comercial y, en consecuencia, la Entidad 
deberá observarlo.  
 
Regla 4: Si la Entidad Estatal está incluida en el Acuerdo Comercial y el valor estimado del Proceso de Contratación 
es igual o superior al valor a partir del cual el Acuerdo Comercial es aplicable, la Entidad Estatal debe determinar si 
hay excepciones que cobijen al Proceso de Contratación.  
 
Si hay excepciones aplicables al Proceso de Contratación, el Acuerdo Comercial no lo regirá. Si no hay excepciones, 
el Acuerdo Comercial cobijará al Proceso de Contratación. 
 
En atención y cumplimiento de las disposiciones y reglas contenidas en los artículos referenciados, la entidad verificó 
el Anexo 3: Aplicación de los Acuerdos Comerciales para Entidades del nivel municipal, como guía para determinar si 
el presente Proceso de Contratación está cubierto 
 

Acuerdo Comercial 
Vigente 

Entidad 
Estatal 
incluida 

Presupuesto 
del Proceso de 
Contratación 

superior al valor 
del 

Acuerdo 
Comercial 

Excepción 
Aplicable 

al Proceso de 
Contratación 

Proceso de 
Contratación 
cubierto por 
el Acuerdo 
Comercial 

Si/No Si/No Si/No Si/No Si/No 

Alianza 
Pacífico 

Chile SI SI SI NO SI 

México SI N/A N/A N/A N/A 

Perú SI SI SI NO SI 

Canadá SI N/A N/A N/A N/A 

Chile SI SI SI NO SI 

Corea SI N/A N/A N/A N/A 

Costa Rica SI SI SI NO SI 

Estados Unidos SI SI SI NO SI 

Estados AELC (efta-Suiza, 
Noruega, Liechtenstein E) 

SI SI SI NO SI 

México SI N/A N/A N/A N/A 

Triángulo 
Norte 

El Salvador SI N/A N/A N/A N/A 

Guatemala SI SI SI NO SI 

Honduras SI N/A N/A N/A N/A 

Unión Europea SI SI SI NO SI 

Israel SI SI SI NO SI 



 
Reino Unido e Irlanda del 
Norte 

SI SI SI NO 
SI 

Comunidad Andina SI SI SI NO SI 

 
Con base en la tabla anterior, el análisis para el presente proceso es el siguiente: 
 
REGLA 1: ACUERDO VIGENTE 
 

Acuerdo Comercial 
Vigente 

Si/No 

Alianza    
Pacífico 

Chile SI  

Perú SI 

Chile SI  

Corea SI 

Costa Rica SI 

Estados EFTA SI 

Triángulo 
Norte 

Salv
ador 

SI  

Guat
emal
a 

SI 

Estados Unidos SI 

Unión Europea SI  

Israel SI  

Reino Unido e Irlanda del Norte SI  

Comunidad Andina SI  

 
REGLA 2: ENTIDADES ESTATALES OBLIGADAS  
 
Las alcaldías están incluidas en la lista de Entidades de los Acuerdos Comerciales con la Alianza Pacífico (únicamente 
con Chile y Perú), Chile, Costa Rica, los Estados AELC, el Triángulo Norte (únicamente con Guatemala), la Unión 
Europea; y la Decisión 439 de 1998 de la Secretaría de la CAN. Salvo por algunas excepciones, todas las demás 
Entidades Estatales del nivel municipal (incluidas las entidades descentralizadas indirectas y los esquemas 
asociativos) están incluida en la lista de Entidades de los Acuerdos Comerciales con Chile; el Triángulo Norte 
(únicamente con El Salvador y Guatemala), la Unión Europea; y, por la Decisión 439 de 1998 de la Secretaría de la 
CAN. En relación con lo anterior, se evidencia que los tratados de Alianza del Pacifico (chile y Perú), Chile, Costa 
Rica, Corea, Estados de EFTA, Triángulo Norte (El Salvador y Guatemala), Unión Europea, Israel, Comunidad Andina, 
El Municipio de Bogotá D.C está incluida. 
 
REGLA 3: VALORES 
 
Valores que aplican para los acuerdos comerciales del presente proceso de contratación que adelanta la SDSCJ. 
 

Acuerdo Comercial 
Vigente 

 
Adquirir bienes y servicios a 

partir de: 

 
Servicios de construcción 

desde: 

Si/No 

Chile SI $1.147.016.154 $28.675.403.847 



 

Acuerdo Comercial 
Vigente 

 
Adquirir bienes y servicios a 

partir de: 

 
Servicios de construcción 

desde: 

Si/No 

Alianza    
Pacífico 

Perú 

Chile SI  $1.148.221.780 $ 28.705.544.496 

Corea  SI $1.147.000.000 $ 86.020.000.000 

Costa Rica SI $2.030.722.904 $ 28.617.834.543 

Estados Unidos SI $2.030.722.904 $ 28.617.834.543 

Estados EFTA SI $ 1.131.227.573 $ 28.280.689.315 

Triángulo 
Norte 

Salvador 

SI  $92.527.501 $92.527.501 Honduras 

Guatemala 

Unión Europea SI  $ 1.131.227.573 $ 28.280.689.315 

Israel SI  250.000 DEG 5.000.000 DEG 

Reino Unido e Irlanda del 
Norte 

SI  1.148.221.780 $ 28.705.544.496 

Comunidad Andina Decisión 
439 de 1998 

SI  
Aplica independientemente del 
valor del proceso de 
contratación 

Aplica independientemente del 
valor del proceso de 
contratación 

 
Para el caso del presente proceso cuyo presupuesto oficial no supera los umbrales de los acuerdos establecidos, 
serían aplicables únicamente los acuerdos del tratado del Triángulo Norte (Guatemala), ya que este describe valores 
a partir del límite inferior de la menor cuantía de la Entidad Estatal, lo cual para la vigencia 2025 en la Secretaría 
Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia es a partir de $92.527.501. Teniendo en cuenta que el presupuesto 
oficial, se encuentra por encima del límite inferior del valor de la menor cuantía de la Secretaría Distrital de Seguridad, 
Convivencia y Justica; se concluye que el proceso de contratación SI está cubierto por este tratado. Para el caso de 
la Decisión 439 de 1998 CAN, esta no incluye valores, sin embargo, es aplicable a todos los Procesos de Contratación 
de las Entidades Estatales de nivel nacional, independientemente del valor del Proceso de Contratación.  
 
REGLA 4: EXCEPCIONES  
 
A continuación, se presentan las excepciones a la aplicación de los Acuerdos Comerciales para las Entidades 
Estatales del nivel municipal. 
 

Acuerdo Comercial 
Vigente Excepciones 

Si/No 

Alianza    
Pacífico 

Chile 
SI  

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 12, 14, 15, 16, 17, 19, 28, 
29, 32, 35, 37, 55, 61. Perú 

Chile SI  
1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 
28, 29, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 47 

Costa Rica SI 
1, 3, 4, 5, 6 ,7, 9, 12, 14, 15, 16, 17, 19, 28, 
29, 32, 35, 37, 57, 58 

Estados AELC SI 
1, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 19, 28, 
29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37. 

Triángulo 
Norte 

Salvador 
SI  

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 14, 20, 21, 50, 51, 52, 53, 
59. Guatemala 

Unión Europea SI  
1, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 19, 
23, 28, 29, 31, 32, 34, 35, 37, 49, 57. 



 

Acuerdo Comercial 
Vigente Excepciones 

Si/No 

Israel SI  
1,3,4,5,7,8,11,12,13,14,15,16,19,28,29,32,34
,35,37. 

Reino Unido e Irlanda del Norte SI  
1, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 19, 
23, 28, 29, 31, 32, 34, 35, 37, 49, 57. 

 
La siguiente tabla muestra, a título indicativo, los plazos mínimos previstos en los Acuerdos Comerciales, para 
presentar las propuestas, incluyendo los plazos para los Procesos de Contratación de Bienes y Servicios de 
Características Técnicas Uniformes y de los Procesos de Contratación cuya información ha sido publicada en el Plan 
Anual de Adquisiciones: 
 

Acuerdo comercial Plazo general 
Plazo Bienes y Servicios 
de Características 
Técnicas Uniformes 

Plazo cuando hay 
publicidad en el Plan 
Anual de 
Adquisiciones 

Alianza Pacífico 30 días 10 días 10 días 

Chile 10 días 10 días 10 días 

Costa Rica 30 días 10 días 10 días 

Estados AELC 10 días 10 días 10 días 

Unión Europea 30 días 10 días 10 días 

Israel 40 días 10 días 10 días 

 
Fuente: https://www.colombiacompra.gov.co/compradores/secop-i/valores-partir-de-los-cuales-son-aplicables-los-acuerdos-comerciales  

 
14 CAPACIDAD FINANCIERA DEL SECTOR  
 
De acuerdo con lo establecido en el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de 
Contratación, emitido por Colombia Compra Eficiente:  
 

“Los indicadores de capacidad financiera busca establecer unas condiciones mínimas que reflejan la salud 
financiera de los proponentes a través de su liquidez, endeudamiento y razón de cobertura de interés.  
 
No obstante, la Entidad Estatal debe establecer los requisitos de capacidad financiera con base en su conocimiento 
del sector relativo al objeto del Proceso de Contratación y de los posibles oferentes. En este sentido, La SDSCJ 
atendiendo a las necesidades del objeto a contratar, la naturaleza y complejidad de este, de manera adicional 
incluye el indicador Capital de Trabajo con el objetivo de evidenciar la liquidez operativa del proponente para el 
desarrollo eficiente del contrato. 
 
En cuanto a la capacidad organizacional es la aptitud de un proponente para cumplir oportuna y cabalmente el 
objeto del contrato en función de su organización interna. El Decreto 1082 de 2015 y Decreto 579 de 2021, definió 
los indicadores de rentabilidad para medir la capacidad organizacional de un proponente teniendo en cuenta que 
está bien organizado cuando es rentable, aquí se encuentran la rentabilidad del patrimonio y del activo”. 

 
Basado en la información anterior, la entidad tomo los indicadores financieros y organizacionales de la base de datos 
del Portal de Información Empresarial - PIE –, quien presenta los estados financieros y gastos de intereses con corte 
a 31 de diciembre del año 2024 que son suministrados por las empresas que se encuentran sometidas a inspección 
y vigilancia por esta Superintendencia y que pertenecen al sector real de la economía. 
 

https://www.colombiacompra.gov.co/compradores/secop-i/valores-partir-de-los-cuales-son-aplicables-los-acuerdos-comerciales


 
De acuerdo con lo anterior, se toma las bases de datos de la página la Superintendencia de Sociedades, obteniendo 
la información financiera de las empresas Registradas en los siguientes sectores: 
 

CODIGO CIIU 

M7110 - Actividades de arquitectura e ingeniería y otras actividades 
conexas de consultoría técnica 
M7020 - Actividades de consultoría de gestión 

 
11.1. INDICADORES FINANCIEROS 
 
Al hacer el análisis estadístico, se sigue el método estadístico al descartar el 20% de los datos de los extremos para 
el cálculo de la media acotada y desviación estándar, y se proponen como requisitos el resultado de restar o sumar a 
la media acotada el valor de una desviación, obteniendo los siguientes resultados: 
 

Variables 
Índice de 
Liquidez 

Nivel de 
Endeudamiento 

Cobertura 
de Intereses 

Rentabilidad 
Sobre el 

Patrimonio 

Rentabilidad 
Sobre el 
Activo 

Promedio 498,24 0,53 1185,11 0,50 0,07 

Media Acotada 3,04 0,44 6,48 0,14 0,07 

Desviación 
Estándar 

1,50 0,15 6,40 0,10 0,05 

 
La entidad solicitará a todas las empresas que se presenten a este proceso contractual, un capital de trabajo del 65% 
del presupuesto, valor que soportará la ejecución del contrato y permite contratar con una empresa que tenga flujo de 
caja positivo tanto para sus acreedores actuales y como para futuras operaciones. 
 
RESUMEN INDICADORES FINANCIEROS: 
 
De acuerdo con el análisis del sector y teniendo en cuenta las condiciones del presente proceso como son: el valor 
del presupuesto, el plazo de ejecución y la forma de pago; se definen los siguientes indicadores de capacidad 
financiera y de capacidad organizacional, lo cuales cumplen con los requisitos de la necesidad de la entidad. 
 

INDICADORES FINANCIEROS CONDICIÓN 

LIQUIDEZ Mayor o igual a 1,53 

NIVEL DE ENDEUDAMIENTO Menor o igual a 0,59 

RAZÓN DE COBERTURA DE INTERESES 
Mayor o igual a o 
indeterminado 

1,00 

RENTABILIDAD DEL PATRIMONIO Mayor o igual a 0,05 

RENTABILIDAD DEL ACTIVO Mayor o Igual a 0,02 

CAPITAL DE TRABAJO * Mayor o igual a 
65% del valor del 
presupuesto oficial   

 
Nota 1: Una vez verificada y analizada la información suministrada, la Dirección Financiera mediante radicado No. 3-
2025-44687 del 06 de noviembre del 2025, aprueba los indicadores financieros anteriormente relacionados. 
 
 



 
15 ESTUDIO DE MERCADO 
 
El presente documento tiene como propósito dar cumplimiento a lo definido en el Decreto Único Reglamentario 1082 
del 26 de marzo de 2015, el cual establece en su Artículo 2.2.1.1.1.6.1. Deber de análisis de las Entidades Estatales. 
La Entidad Estatal debe hacer, durante la etapa de planeación, el análisis necesario para conocer el sector relativo al 
objeto del Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica, y de 
análisis de Riesgo. La Entidad Estatal debe dejar constancia de este análisis en los Documentos del Proceso. Por lo 
anterior se procedió a realizar el análisis del sector económico y de los posibles oferentes. La Entidad Estatal luego 
de conocer su necesidad y de identificar los bienes, obras o servicios que la satisfacen está en capacidad de definir 
el sector o mercado al cual pertenecen tales bienes, obras o servicios y hacer el análisis correspondiente. El análisis 
del sector ofrece herramientas para establecer el contexto del Proceso de Contratación, identificar algunos de los 
Riesgos, determinar los requisitos habilitantes y la forma de evaluar las ofertas. 
 
La Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente - expidió la “Guía para la Elaboración de 
Estudios de Sector”, con el objetivo de guiar a las Entidades en el cumplimiento de este deber, buscando ayudar a la 
Entidad Estatal a cumplir este mandato al ofrecer herramientas para entender el mercado del bien, servicio que la 
Entidad Estatal pretende adquirir para diseñar el Proceso de Contratación con la información necesaria para alcanzar 
los objetivos de eficacia, eficiencia, economía, promoción de la competencia y manejo del Riesgo.  
 
Por tal razón, se realiza un estudio del sector de acuerdo con los parámetros establecidos en la Guía anteriormente 
mencionada, que para efectos del presente proceso contractual incluye el estudio de la demanda, oferta, indicadores 
del sector, entre otros.  En este sentido la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, en el marco de 
sus competencias, requiere contratar la 12814- INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, TÉCNICA, 
AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE EQUIPOS, SISTEMAS, 
COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE VIDEOVIGILANCIA DE 
BOGOTÁ D.C 
 
A través del presente anexo, se establecen herramientas y se adelantan procedimientos, para el análisis y 
comprensión de las dinámicas del mercado del bien, obra o servicio que la Entidad Estatal pretende adquirir.  Esto 
permitirá estructurar el Proceso de Contratación con fundamento en la información que permita alcanzar los objetivos 
de eficacia, eficiencia, economía, promoción de la competencia y manejo del Riesgo. 
 

15.1 ANALISIS DEL PRESUPUESTO. 
 
Para determinar el presupuesto del proceso de selección, el estudio de oferta realizado en el presente proceso, se 
realizó la búsqueda de potenciales empresas con la capacidad de ejecutar el objeto del actual contrato a celebrar. La 
búsqueda de los potenciales proveedores se realizó principalmente a partir de las siguientes 3 fuentes: 
 

• Superintendencia de Sociedades (Base de datos de información empresarial), mediante la identificación 
correspondiente de los códigos CIIU del subsector económico, identificados. 

• Buscador de procesos SECOP. Se realiza la consulta de empresas en la plataforma SECOP I y SECOP II, 
mediante la identificación de empresas contratistas y participantes en procesos similares y en especial en las 
empresas participantes en los anteriores procesos de selección adelantados por la Secretaría Distrital De 
Seguridad, Convivencia Y Justicia relacionados con el objeto del presente proceso. 

• Registro de Proveedores SECOP II (Códigos UNSPC del presente proceso). 
 
Así las cosas, se procedió con las actividades a continuación descritas para la solicitud de cotizaciones: 
 



 
15.1.1 ANÁLISIS DE PRECIOS  

 
La entidad procedió a verificar los valores de la base de los precios IDU, 
https://www.idu.gov.co/page/siipviales/economico/portafolio teniendo en cuenta los perfiles requeridos para el 
desarrollo de la interventoría, siendo esta una base fiable, la cual es empleada en el sector de construcción e 
interventoría para el Distrito, como insumo entre otros, para la estructuración de presupuestos. 
 
En cuanto al factor multiplicador, la entidad procedió a realizar su propio ejercicio de cálculo de acuerdo con la guía 
de la entidad13, donde se tuvieron en cuenta en las modificaciones en cuanto a temas tributarios que trata el estatuto 
tributario (art 144-1 “Exoneración de aportes”) en materia de exenciones en cuanto a aportes parafiscales, el cual dice: 
“Estarán exoneradas del pago de los aportes parafiscales a favor del Servicio Nacional del Aprendizaje (SENA), del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y las cotizaciones al Régimen Contributivo de Salud, las sociedades 
y personas jurídicas y asimiladas contribuyentes declarantes del impuesto sobre la renta y complementarios, 
correspondientes a los trabajadores que devenguen, individualmente considerados, menos de diez (10) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes...”. 
 
Teniendo en cuenta que el plazo de ejecución del proceso de interventoría será de seis meses, para la proyección del 
presupuesto oficial se estima un mes de ejecución en la vigencia 2025 y los demás en la vigencia 2026 donde se 
incluye un incremento proyectado correspondiente al 3% de acuerdo con los supuestos macroeconómicos de la 
Secretaría de Hacienda Distrital, se obtienen los siguientes resultados: 
 
 

 

13 Guía de gestión para determinar el factor multiplicador G-FC-1 

http://www.idu.gov.co/page/siipviales/economico/portafolio


   

 

   

 

 

 
 

VIGENCIA 2025 

PERSONAL PROFESIONAL 

ITEM 

CONCEPTO A B C E F G 

TOTAL PARCIAL 

PERSONAL  Cant. 

SUELDO 
MES 

 BÁSICO 
PRECIOS IDU 

2025  

% 
DEDICA

CIÓN 

VALOR MES F.M.  

No. DE 
MESES 

(AxBxC) % (ExFxG) 

1 
Director de 
Interventorí
a 

PROFESIONAL EN INGENIERÍA 
CON ESPECIALIZACIÓN 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.608.000 100% $ 12.608.000 2,12808  1 $ 26.830.833  

2 

Profesional 
Financiero, 
Contable y 
Administrati
vo 

PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.608.000 80% $ 10.086.400 2,12808  1 $ 21.464.666  

3 
Profesional 
Jurídico 

PROFESIONAL EN DERECHO  
ESPECIALIZADO 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.608.000 50% $ 6.304.000 2,12808  1 $ 13.415.416  

4 
Coordinado
r Técnico 

PROFESIONAL EN INGENIERÍA 
CON ESPECIALIZACIÓN Y 
CERTIFICACIÓN EN redes o 
Networking o Videovigilancia o 
Analitica de video 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.608.000 100% $ 12.608.000 2,12808  1 $ 26.830.833  

5 

Inspector 
Técnico/Tec
nólogo 
campo 

TECNICO O TECNOLOGO CON 
certificación o constancia en 
entrenamiento técnico en redes 
de datos o  networking o 
Videovigilancia o Analitica de 
video 

9084 

TARIFA MES - 
PERSONAL TÉCNICO-
TECNÓLOGO EN 
ÁREAS DE INGENIERÍA 
(NO INCLUYE FACTOR 
DE PRESTACIONES) 

3 $ 3.410.000 100% $ 10.230.000 2,12808  1 $ 21.770.258  

6 

Profesional 
Seguridad y 
Salud en el 
Trabajo y 
Medio 
Ambiente 

PROFESIONAL CON Licencia 
como profesional en seguridad y 
salud para el trabajo vigente Y 
Certificación como auditor interno 
en Sistema de Gestión basado en 
las normas ISO 9001:2015, ISO 
14001:2015, ISO 45001:2018 

9111 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 5 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 8.172.000 80% $ 6.537.600 2,12808  1 $ 13.912.536  

SUBTOTAL $ 124.224.542  

IVA   $ 23.602.663  

VALOR TOTAL INTERVENTORÍA 2025 $ 147.827.205  

     
 
 

     

VIGENCIA 2026 

PERSONAL PROFESIONAL 

ITEM CONCEPTO A B C E F G TOTAL PARCIAL 



 

 
 

 
 
 

PERSONAL  Cant. 

SUELDO 
MES 

 BÁSICO 
PRECIOS IDU 

2025  

% 
DEDICA

CIÓN 

VALOR MES F.M.  

No. DE 
MESES (AxBxC) % (ExFxG) 

1 
Director de 
Interventorí
a 

PROFESIONAL EN INGENIERÍA 
CON ESPECIALIZACIÓN 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.986.240 100% $ 12.986.240 2,12808  5 $ 138.178.788  

2 

Profesional 
Financiero, 
Contable y 
Administrati
vo 

PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.986.240 80% $ 10.388.992 2,12808  5 $ 110.543.030  

3 
Profesional 
Jurídico 

PROFESIONAL EN DERECHO  
ESPECIALIZADO 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.986.240 50% $ 6.493.120 2,12808  5 $ 69.089.394  

4 
Coordinado
r Técnico 

PROFESIONAL EN INGENIERÍA 
CON ESPECIALIZACIÓN Y 
CERTIFICACIÓN EN redes o 
Networking o Videovigilancia o 
Analítica de video 

9108 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 2 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 12.986.240 100% $ 12.986.240 2,12808  4 $ 110.543.030  

5 

Inspector 
Técnico/Tec
nólogo 
campo 

TECNICO O TECNOLOGO CON 
certificación o constancia en 
entrenamiento técnico en redes 
de datos o  networking o 
Videovigilancia o Analítica de 
video 

9084 

TARIFA MES - 
PERSONAL TÉCNICO-
TECNÓLOGO EN 
ÁREAS DE INGENIERÍA 
(NO INCLUYE FACTOR 
DE PRESTACIONES) 

3 $ 3.512.300 100% $ 10.536.900 2,12808  4 $ 89.693.465  

7 

Profesional 
Seguridad y 
Salud en el 
Trabajo y 
Medio 
Ambiente 

PROFESIONAL CON Licencia 
como profesional en seguridad y 
salud para el trabajo vigente Y 
Certificación como auditor interno 
en Sistema de Gestión basado en 
las normas ISO 9001:2015, ISO 
14001:2015, ISO 45001:2018 

9111 

TARIFA MES - 
PROFESIONAL 
CATEGORÍA 5 (NO 
INCLUYE FACTOR DE 
PRESTACIONES) 

1 $ 8.417.160 80% $ 6.733.728 2,12808  4 $ 57.319.648  

SUBTOTAL $ 575.367.355  

IVA   $ 109.319.797  

VALOR TOTAL INTERVENTORÍA 2026 $ 684.687.152  

           

       TOTAL PRESUPUESTO OFICIAL $ 832..514.357 

 
En conclusión, el presupuesto oficial proyectado para el presente proceso será de OCHOCIENTOS TREINTA Y DOS 
MILLONES QUINIENTOS CATORCE MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MDA/CTE ($832.514.357). 
 
 



 

 
 

 
 
 

16 PRESUPUESTO OFICIAL 
 
Por consiguiente, manteniendo los valores unitarios de referencia arrojados por el estudio de mercado, el presupuesto 
oficial correspondiente a este proceso que tiene como objeto 12814- INTERVENTORÍA ADMINISTRATIVA, 
FINANCIERA, TÉCNICA, AMBIENTAL, CONTABLE Y JURÍDICA PARA EL SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE 
EQUIPOS, SISTEMAS, COMPONENTES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA DE 
VIDEOVIGILANCIA DE BOGOTÁ D.C corresponde a OCHOCIENTOS TREINTA Y DOS MILLONES QUINIENTOS 
CATORCE MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS M/CTE  ($832.514.357), incluidos todos los impuestos 
y demás costos directos e indirectos a los que haya lugar. 
 
NOTA: De conformidad con el Decreto 0175 de 2025, por el cual se reglamenta la reactivación del Impuesto de Timbre 
Nacional, el contratista deberá tener en cuenta que este tributo será aplicable al contrato en concordancia con las 
tarifas vigentes aplicables. 
 
 

Actividad Nombre Cargo Firma 

Elaboró: 
JHON ALEXANDER LOPEZ PACHON 
 
JONATHAN CORDERO ORREGO 

CONTRATISTA 

 
 

 

 

Revisó aspectos 
técnicos: 

OSCAR LEONARDO GOMEZ RAMIREZ CONTRATISTA 
 

 

Revisó aspectos 
jurídicos: 

MAGDA LUCIA MUÑOZ MOLANO CONTRATISTA 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


